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RESUMEN 

 

Todo proceso penal debe ser desarrollado con estricto apego a lo que la 

Constitución de la República del Ecuador establece conjuntamente con el Código 

Orgánico Integral Penal y demás preceptos legales que se relacionan, la normativa legal 

a previsto una serie de garantías para que las partes procesales obtengan una tutela judicial 

efectiva de sus derechos. Dentro del caso sujeto a análisis se puede evidenciar la 

vulneración de principios, garantías y derechos además de una inadecuada valoración de 

la prueba a lo largo de todo el proceso, es así que la principal garantía que todo sujeto 

tiene que es la de presunción de inocencia fue transgredida, negándose desde un principio 

al procesado el derecho a un juicio justo. 

 

La normativa legal a previsto órganos competentes para ejecutar su accionar 

dentro de las diferentes etapas del proceso, siendo Fiscalía un sujeto procesal esencial 

para investigar y aportar con su contingente todos los elementos suficientes para formular 

cargos o no, más dentro de este caso es este órgano quien cuando desarrolla la diligencia 

de toma de testimonio anticipado de la víctima decide efectuar dentro de la misma la 

identificación del agresor a sabiendas de que se trata de dos diligencias diferentes, 

arrojando como resultado la vulneración de los derechos del procesado debido a que este 

medio de prueba se obtuvo con violación de procesos por la cual llega a convertirse en 

una prueba ilegal. 

 

Este proceso inicia con una denuncia presentada por un ciudadano por el presunto 

delito de Abuso Sexual mismo que se encuentra tipificado en el Código Orgánico Integral 

Penal, Fiscalía interviene y formula cargos razón por la que  se inicia el proceso penal 

dentro del cual el mismo órgano ordena la ejecución de una serie de diligencias para llegar 

a constituirlos como elementos de convicción y ser anunciados en la audiencia evaluatoria 

y preparatoria de juicio, dentro de los medios de prueba presentados constaba el 

testimonio anticipado y reconocimiento del presunto agresor y este último no se excluye 

a pesar de que se ejecutaron de forma conjunta y su obtención no fue de acuerdo a la 

normativa por lo que se constituyó en una prueba ilegal, en audiencia de juicio el Tribunal 

de Garantías Penales de Riobamba sentencia al acusado basándose en todas las pruebas 

practicadas por el Fiscal, a pesar de que no se llega a comprobar la responsabilidad sino 

únicamente la materialidad del hecho, transgrediendo lo que establece el principio 
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indubio pro reo, que dispone que en el caso de que exista alguna duda o no se llega a 

comprobar completamente la culpabilidad del acusado el juzgador tiene la obligación de 

aplicar este principio y dictar una sentencia absolutoria. Al contrario, fallaron declarando 

la culpabilidad del ciudadano Meléndrez Pañora, como autor del delito de abuso sexual 

establecido en el art. 170 de COIP, con agravantes debido a que el infractor era 

funcionario público del Hospital en donde se suscitaron los hechos, en concordancia con 

el art. 48 numeral 8 del mismo cuerpo legal. 

 

La defensa técnica del sentenciado acude a la siguiente instancia legal y presenta 

un recurso de apelación, mismo que fue aceptado y luego de llevarse a cabo las 

respectivas audiencias sin que Fiscalía pueda sustentar y sostener su teoría del caso la 

Sala Especializada de lo Penal de la Corte Provincial de Justicia de Chimborazo, acepta 

el recurso de apelación y revoca la sentencia emitida por el Tribunal de Garantías Penales 

ratificando el estado de inocencia del individuo aplicando la duda razonable a favor del 

reo ya que la identificación del ciudadano Meléndrez Pañora Milton fue ilegal, debido a 

que la diligencia que Fiscalía ordenó se ejecute fue de toma de testimonio anticipado más 

no de identificación personal lo cual desnaturaliza la misma, a esto se debe sumar el hecho 

de que se la realizó en inobservancia a lo que la norma establece porque el individuo no 

guardaba ningún tipo de similitud física con las otras tres personas que constaban en las 

fotografías que se mostraron a la víctima. Con todas estas consideraciones se puede 

concluir que la Sala Especializada de lo Penal de la Corte Provincial de Justicia de 

Chimborazo contó con los suficientes elementos para ratificar el estado de inocencia del 

ciudadano ya que toda diligencia que se practique se debe ejecutar con el respeto a los 

preceptos legales y normas establecidas para dicho caso.    

 

La prueba como su misma finalidad lo establece en el COIP constituye un medio 

para que el administrador de justicia llegue a convencerse de cómo se dieron los hechos 

y en base a esta emita su sentencia razón por la cual la obtención, práctica y valoración 

de la misma debe ser muy minuciosa y detallada porque en ella radica la decisión del 

juzgador. Con el desarrollo de este estudio se busca aportar, para que todos los operadores 

de justicia deban sobreponer las garantías que se ven consagradas en la Constitución de 

la República del Ecuador y demás leyes en pro del desarrollo de un proceso penal que 

cuente con la tutela judicial efectiva de derechos de tal forma que este goce de la suficiente 
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seguridad jurídica otorgando a los recurrentes la suficiente confianza en la aplicación de 

justicia.  
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GLOSARIO DE TÉRMINOS 

 

Abuso sexual: Contacto físico que una persona tiene sobre el cuerpo de otra sin que se 

alcance el acceso carnal o su tentativa. 

 

Cámara de Gesell: Habitación que se encuentra debidamente acondicionada para poder 

hacer la observación de personas, tiene dos ambientes divididos por un vidrio cuya visión 

es únicamente para un lado, está preparada con audio y video para poder hacer 

grabaciones. 

 

Debido proceso: Es un instrumento legal a través del cual las personas buscan alcanzar 

una tutela clara y efectiva de sus derechos. 

 

Delito: Acción prohibida por la ley que conlleva un castigo. 

 

Derecho: Es un atributo, facultad, capacidad de todos los sujetos sin ningún tipo de 

distinción que se encuentran salvaguardados por los preceptos legales nacionales e 

internacionales.  

 

Garantía: Son los instrumentos a través de los cuales se llegan a efectivizar los derechos 

de los individuos. 

 

Medio de prueba: Son medios de prueba todas las diligencias realizadas que en su 

momento se constituyeron en elementos de convicción y que luego de ser anunciados se 

instituyeron como pruebas y estos pueden ser documental, testimonial y pericial. 

  

Presunción de inocencia: Es un principio que se encuentra establecido en la Constitución 

de la República del Ecuador, el que exige que una persona debe ser tratado como tal 

mientras no se logre demostrar lo contrario a través de una sentencia. 

 

Principio Indubio Pro Reo: Este principio establece que el administrador de justicia en 

el momento de emitir su fallo debe tener pleno convencimiento de que el imputado es 

culpable de los hechos por los que se le procesan.                              
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Prueba: Constituye el medio a través del cual el juzgador puede llegar al convencimiento 

de los hechos y poder emitir una sentencia lo más justa posible para las partes. 

 

Prueba ilegal:  Es la que se ha obtenido con violación de lo que establecen los 

instrumentos legales, es decir, omitiendo las formalidades determinadas para esta. 

 

Prueba Ilícita. - Es la que se obtiene transgrediendo los derechos fundamentales de un 

individuo. 

 

Recurso de Apelación. – Es la vía que tienen las partes procesales a través de la cual 

pueden manifestar su inconformidad con la resolución emitida por el juzgador y este se 

podrá interponer de acuerdo a lo que establece la ley. 

  

Sentencia. – Es la resolución que toma el administrador de justicia con la que se pone fin 

a un proceso legal. 

 

Valoración de la prueba. – es una operación mental que realiza el juzgador para saber 

si esa prueba contribuye o no directamente para esclarecer los hechos y si pueden llevar 

al convencimiento del juez. 
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INTRODUCCIÓN 

 

La Supra norma define al Ecuador como un Estado Constitucional de Derechos 

cuya finalidad es evitar la inequidad en la aplicación de justicia, dentro de esta se han 

desarrollado una serie de garantías y derechos que buscan exigir a los operadores de 

justicia su aplicación inmediata y obligatoria para de esta forma impedir la vulneración 

de derechos y garantías que asisten a quienes concurren a la justicia en busca de la 

solución de un conflicto. Razón por la que se ha establecido de forma muy precisa que el 

deber del Estado es respetar y hacer respetar los derechos que se encuentran garantizados 

por la Constitución. 

 

Uno de los principales derechos que garantiza la imparcialidad en la aplicación de 

justicia es el derecho al debido proceso consagrado en la Constitución de la República del 

Ecuador el que es concordante con la normativa internacional, razón por la cual se lo ha 

sitiado alrededor de una serie de garantías y principios que se encuentran dentro de la 

misma norma robusteciéndose con el aporte doctrinario y jurisprudencial. 

 

Al hacer referencia al debido proceso estamos citando a una serie de pasos o 

cánones que se encuentran debidamente establecidos para poder alcanzar como principal 

objetivo una decisión lo más justa posible para las partes procesales. 

 

Si bien es cierto configura como deber del Estado llegar a sancionar a individuos que 

cometen delitos contra bienes jurídicos también es cierto que a estos se les debe dar la 

posibilidad de que su proceso se desarrolle de forma adecuada y cumpliendo con todas 

las reglas establecidas, solo la aplicación correcta de estas es una garantía de que estos 

sujetos contaron con un proceso justo. 

 

La vulneración del derecho al debido proceso, acarreará la nulidad del proceso 

penal, e incluso al Estado se lo podría llegar a demandar en cortes internacionales una vez 

que la parte procesal agote todos los recursos existentes lo cual proyecta una imagen 

negativa del sistema de justicia del país. 

 

Una de las garantías del debido proceso es la presunción de inocencia que se 

encuentra debidamente fortalecida por la Constitución y los Tratados Internacionales a 
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los cuales Ecuador se ha adherido, una persona únicamente puede ser tratada de diferente 

forma cuando ha sido sometida a un proceso penal imparcial que arroja como resultado 

una sentencia condenatoria, en el desarrollo del proceso se pone a prueba el cumplimiento 

de dicha garantía. 

 

Otro derecho que es fundamental ya que garantiza la inviolabilidad del debido 

proceso es el de seguridad jurídica, a través del cual se avala que el Estado respetará todos 

los derechos consagrados en la norma, razón por la que este va de la mano con el principio 

de legalidad, la vulneración de este se da cuando se deja de aplicar lo que establece la 

norma legal o cuando quienes crean las normas, reglamentos, protocolos, lo hacen fuera 

de su competencia y también cuando estas creaciones o modificaciones lesionan derechos 

adquiridos en normas jerárquicamente superiores. 

 

Desde el año 2000 en Ecuador el sistema procesal empezó a dar un giro de timón 

ya que el sistema acusatorio comenzó a ser instituido, se registraron los primeros cambios 

en el entonces vigente Código de Procedimiento Penal a través de los que se dividía las 

funciones, es decir, el fiscal se hacía cargo por completo de la investigación de los delitos 

siendo el titular de la acción pública mientras el juez abandonaba esta posición de 

investigador que hasta esas fechas la venía haciendo, con esta innovación propia del 

nuevo sistema se buscaba que exista independencia de funciones de tal forma que al 

momento de tomar una decisión el juez lo haga de forma autónoma, ya que la información 

que de la investigación nazca sería de mejor calidad permitiéndole ser mucho más 

objetivo en su decisión. 

 

Con el sistema oral acusatorio a la prueba se le llega a dar la relevancia que le 

corresponde, la de ser el principal medio para alcanzar la verdad e incluso se la reviste de 

principios los cuales la llegan a legitimar más y es la audiencia evaluatoria y preparatoria 

de juicio la que le otorga toda la legalidad suficiente ya que es ese momento en el que se 

evalúa la pertinencia, admisibilidad y confiabilidad necesaria de esta para que el tribunal 

en la siguiente audiencia pueda llegar a dirimir en base a ella, pero es en este mismo 

momento procesal en el que se identifican las falencias ya sea por parte del administrador 

de justicia o de los sujetos procesales quienes no objetan fundamentadamente y permiten 

que pruebas ilícitas e ilegales logren ser aceptadas y pasen a la etapa de juicio a sabiendas 

de que estas vulneran derechos y principios. 
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Un individuo no puede ser juzgado sobre hechos que no se encuentran totalmente 

comprobados y para esto se encuentra el Principio In dubio Pro Reo, al cual los 

administradores de justicia deben acudir obligatoriamente en el caso de que las pruebas 

aportadas no lograron llevar al convencimiento total de los hechos, generándose una duda 

razonable, es por esto que en la valoración de la prueba el juez debe identificar hechos 

que no fueron expuestos con claridad o simplemente se omitieron ya sea por parte de 

Fiscalía o defensa técnica de una de los sujetos procesales es entonces este el momento 

preciso para invocar a dicho principio y en base a este emitir un dictamen en el que se 

ratifica el estado de inocencia del acusado, en caso de que el administrador de justicia 

omita la aplicación de dicho principio se estará violentando gravemente los derechos del 

individuo lo cual acarreará como resultado una sentencia injusta y responsabilidad al 

Estado. 
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CAPÍTULO UNO 
 

1. PLANTEAMIENTO DEL CASO A SER INVESTIGADO 

1.1. PRESENTACIÓN DEL CASO 

 

El caso objeto del análisis tiene su origen en una denuncia presentada ante la 

Fiscalía General del Estado ubicada en la ciudad de Riobamba, el proceso que fue llevado 

al Tribunal de Garantías Penales de la misma ciudad con el número de causa: 

06282201900482, por el delito de Abuso Sexual perpetrado en la ciudad de Riobamba 

perteneciente a la provincia del Chimborazo siendo la víctima el ciudadano cubano 

Ramos Gorriti Yasiel y el acusado el señor: Meléndrez Pañora Milton Enrique, 

posteriormente  la defensa del sentenciado acudió a segunda instancia presentando el 

recurso de apelación ante la Sala Especializada de lo Penal de la misma ciudad.  En este 

caso se puede revelar una recurrente vulneración de derechos y garantías establecidos en 

la norma constitucional, además de permitir que se anuncie, practique y valore una prueba 

ilegal. 

 

El derecho al debido proceso es uno de los que con más frecuencia se vulnera en 

los sistemas judiciales de todos los países los que incurren en esta responsabilidad son 

quienes se encuentran formando parte de los órganos de justicia y son estos los que a 

través de sus faltas u omisiones hacen que los Estados incidan en responsabilidades de 

carácter internacional, toda persona tiene derecho a un recurso efectivo ante los tribunales 

nacionales pertinentes […]1. En este caso se puede evidenciar que la actuación de Fiscalía 

en la diligencia de toma del testimonio anticipado a la víctima y posterior identificación 

del presunto infractor no procede con estricto apego a lo que el Código Orgánico Integral 

Penal establece en concordancia con el Protocolo para el uso de la Cámara de Gesell ya 

que el reconocimiento corresponde a otra diligencia y además lo realiza sobre fotografías 

en blanco y negro de baja calidad y los individuos que constan en ella no guardan ninguna 

similitud con el presunto agresor, es decir, la prueba que nace de esta diligencia es ilegal, 

por lo que las pruebas obtenidas o actuadas con violación de la Constitución o la Ley no 

tendrán validez alguna y carecerán de eficacia probatoria2, más sin embargo se 

                                                           
1 ONU, Declaración Universal de los Derechos Humanos, 1948 https://www.un.org/es/universal-   

declaration-human-rights/,, art. 8. 
2 Asamblea Nacional, Constitución de la República del Ecuador. Registro Oficial No. 499. Quito 2008. Art 

76 numeral 4. 

https://www.un.org/es/universal-%20%20%20declaration-human-rights/
https://www.un.org/es/universal-%20%20%20declaration-human-rights/
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transgredió este articulado y se incorporó esta prueba al proceso, evidenciándose una 

deficiente actuación de quienes en su momento permitieron que esto suceda.  

 

Todas las personas son iguales ante los tribunales y cortes de justicia. Toda 

persona tendrá derecho a ser oída públicamente y con las debidas garantías por un tribunal 

competente, independiente e imparcial, establecido, por la ley en la sustanciación de 

cualquier acusación de carácter penal formulada contra ella o para la determinación de 

sus derechos u obligaciones de carácter civil.3 Mas en este proceso en la audiencia 

evaluatoria y preparatoria de juicio la defensa técnica del procesado solicita la exclusión 

de dicha prueba 4pero no es aceptada poniéndose en tela de duda la imparcialidad en la 

decisión y al contrario esta es admitida para su práctica a pesar de lo que establece la 

norma, por lo que, estamos muy lejos de que en realidad la víctima y el procesado sean 

considerados como iguales, estableciéndose claramente que la persona que haya incurrido 

en una falta debe conservar su estatus de inocencia, ya que se presumirá la inocencia de 

toda persona, y será tratada como tal, mientras no se declare su responsabilidad mediante 

resolución firme o sentencia ejecutoriada como estipula el Art. 76, numeral 4 de la Carta 

Magna5, además el Código Orgánico Integral Penal en el artículo 5 numeral 4 también 

estipula que toda persona mantiene su estatus jurídico de inocencia y debe ser tratado 

como tal, mientras no se ejecutoríe una sentencia que determine lo contrario6. En este 

caso al violentarse derechos fundamentales el titular de la acción pública nunca pudo 

demostrar el nexo causal entre la materialidad de la infracción y la responsabilidad del 

procesado por lo que la destrucción de la presunción de inocencia del sentenciado no fue 

contundente, y a pesar de eso se lo sentenció. 

 

La defensa técnica del procesado en la respectiva audiencia de manera repetitiva 

exigió no se practique la prueba ilegal fundamentando su petición en la fraudulenta 

obtención de dicho medio probatoria, pero nunca se dio paso a su petición, al contrario el 

Tribunal establece que dicha prueba se encuentra envestida de todas las formalidades que 

requiere de acuerdo a lo que establece el art. 466 del Código Orgánico Integral Penal en 

                                                           
3 ACNUDH, Pacto Internacional de Derechos Civiles, 04 de enero de 2020. 

https://www.ohchr.org/sp/professionalinterest/pages/ccpr.aspx. 
4 ASAMBLEA NACIONAL, Código Orgánico Integral Penal, Registro Oficial, Suplemento No 107. 

Quito 2019, p 133.  
5 ASAMBLEA NACIONAL, Constitución de la República del Ecuador, Lexis, Quito, p 28.   
6 ASAMBLEA NACIONAL, Código Orgánico Integral Penal, Lexis, Quito, p 8.  

https://www.ohchr.org/sp/professionalinterest/pages/ccpr.aspx
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su numeral 10, razón por la que debió acudir a la siguiente instancia en la cual los 

miembros de la Sala Especializada de lo Penal de la Corte Provincial de Chimborazo 

coincidieron en que Fiscalía tuvo una actuación deficiente en el desarrollo de la audiencia 

debido a que pensó que era suficiente la prueba pericial, el testimonio anticipado y el 

reconocimiento del infractor para probar su teoría del caso pero la Sala no lo consideró 

así y en su análisis estableció que la diligencia en la que se identificó al presunto agresor 

si se realizó de manera inconstitucional e ilegal debido a que se la ejecutó dentro la de 

toma de testimonio anticipado y que además las fotografías que acompañaban a las del 

presunto agresor no guardaban la mínima similitud con este facilitando así el 

reconocimiento y que además en la práctica de la diligencia solo se presentaron tres fotos 

y al caso se adjuntaron cuatro, considerando también que en la prueba documental que 

presenta la Fiscal con la que buscaba ubicar a la víctima y al agresor en el lugar de los 

hechos no consta la información requerida ya que la Historia Clínica se encontraba 

incompleta por lo que esa prueba se desecha, analizando todas las pruebas aportadas en 

conjunto concluyen que debido a las falencias probatorias no se lleva a la o el juzgador al 

convencimientos de los hechos y circunstancias materia de la infracción y la 

responsabilidad de la persona procesada tal como lo estipula el Art. 453 del COIP7, 

ratifican el estado de inocencia del ciudadano. 

 

Por todo lo expuesto anteriormente se concluye que la actuación de Fiscalía fue 

muy deficiente y esta arrastró a la vulneración de garantías constitucionales y principios 

establecidos en los preceptos legales. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                           
7 ASAMBLEA NACIONAL, Código Orgánico Integral Penal, Lexis, Quito, p 133. 
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2. OBJETIVO DEL ANÁLISIS O ESTUDIO DE CASO 

 

2.1. Objetivo General 

 

Estudiar el delito de Abuso Sexual relacionada con la prueba válida en el proceso penal 

y su incidencia en la presunción constitucional de Inocencia dentro del caso no. 

06282201900482, en el Tribunal de Garantías Penales con sede en el Cantón Riobamba. 

 

2.2. Objetivos Específicos 

 

 Identificar si las pruebas obtenidas dentro del presente caso se ajustan a la 

Constitución de la República del Ecuador y si garantizan los derechos 

fundamentales de las personas  

 Detectar el mecanismo empleado por Fiscalía para la obtención de prueba válida.   

 Analizar la objetividad de Fiscalía al momento de aplicar la Normativa Legal y el 

Protocolo para el reconocimiento de personas investigadas en la toma del 

testimonio anticipado.  
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CAPÍTULO DOS 

 

2. CONTEXTUALIZACIÓN DEL CASO 

 

La Constitución de la República del Ecuador emitida en el año 2008 tiene como 

característica principal la de ser garantista de Derechos además de ser deber del Estado 

garantizar que los ciudadanos gocen de sus derechos tal como lo estipula en el Art 3, es 

así que en el art 11 numeral 2  establece que: “en igualdad de condiciones gozarán todas 

las personas de los mismos derechos, oportunidades y deberes”, 8dentro del mismo cuerpo 

legal en el Art. 9 se encuentra el Derecho de la Libertad a través del cual a las personas 

se les garantiza una vida digna y libre de violencia9. A través de lo que se busca 

precautelar la integridad del individuo como miembro de la sociedad y que sobre este no 

se perpetre ningún tipo de acto violento que coarte su derecho a ser libre.   

 

La Constitución de la República del Ecuador en su Art. 75 establece que toda persona 

tiene derecho al acceso gratuito a la justicia y a la tutela efectiva e imparcial de sus 

derechos e intereses con sujeción a los principios […], el artículo 76 del mismo cuerpo 

legal manifiesta que el derecho de libre acceso al proceso penal en su numeral 4 

manifiesta que Las pruebas obtenidas o actuadas con Violación de la Constitución o la 

ley no tendrán validez alguna y carecerán de eficacia probatoria.10 

 

El Art 82 de la supra norma establece el derecho a la seguridad jurídica y que este 

se fundamenta en el respeto  de la Constitución y  en la existencia de Norma Jurídicas 

previas, claras, públicas y aplicables por las autoridades competentes11 , es decir, todos 

los ciudadanos sin excepción de nacionalidad tienen derecho a acceder a la justicia y a la  

tutela judicial efectiva de sus derechos garantizándoles la defensa y el cumplimiento del 

debido proceso en todas las etapas procesales, esperando que las autoridades competentes 

en cada una de sus actuaciones apliquen de forma clara y precisa la normativa respectiva 

siendo potestad del administrador de justicia la aplicación de principios. Lo cual tampoco 

le exime de la responsabilidad de emplearlos ya que al constar en la normativa legal y ser 

necesaria su utilización en bien de la justicia resulta improrrogable su aplicación.  

 

                                                           
8 ASAMBLEA NACIONAL, Constitución de la República del Ecuador, Lexis, Quito, p 10. 
9 Ibid, p 24. 
10 Ibid, p 28. 
11 Ibid, p 31. 
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El artículo 168 de la norma suprema estipula que la administración de justicia, en 

el cumplimiento de sus deberes y en el ejercicio de sus atribuciones aplicará los siguientes 

principios […]12, toda norma procesal tiene principios los mismos que son creados para 

aplacar el poder estatal y equilibrar la aplicación de justicia, también sirven de garantía 

para el debido proceso, para la correcta aplicación de la ley, razón por la que la misma 

norma en su artículo 169 establece que: el sistema procesal es un medio para la realización 

de la justicia. Las normas procesales consagrarán los principios de simplificación, 

uniformidad, eficacia, inmediación, celeridad y economía procesal y harán efectivas las 

garantías del debido proceso. No se sacrificará la justicia por sola omisión de 

formalidades”13.Aclarando que en materia penal es de vital importancia el principio de 

legalidad. 

 

El Código Orgánico Integral Penal en el Art. 170 tipifica el delito de Abuso 

Sexual: “La persona que en contra de la voluntad de otra ejecute sobre ella o la obligue a 

ejecutar sobre si misma u otra persona, un acto de naturaleza sexual, sin que exista 

penetración o acceso carnal, será sancionada con pena privativa de la libertad de 3 a cinco 

años”14. Delito por el cual se le procesó al ciudadano Melendres. 

 

La prueba constituye un elemento fundamental para llegar a definir el estado de 

inocencia o la culpabilidad de una persona en el desarrollo de un proceso, constituyéndose 

primero en elementos de convicción hasta llegar a la audiencia evaluatoria y preparatoria 

de juicio momento en el cual se los valora y evalúa para de esta forma anunciar o excluir 

como prueba según sea el caso, en el presente Estudio, no se lleva una correcta evaluación 

de los elementos de convicción que sustentan la acusación fiscal particularmente en el 

testimonio anticipado tomado a la víctima en la Cámara de Gesell ya que el procedimiento 

que se efectuó para ejecutar esta pericia es contrario a lo que la normativa legal establece 

taxativamente en el Art. 466 numeral 3: “Identificación personal.- cuando no sea posible 

identificar por otros medios a una persona investigada y sea necesaria la identificación 

por parte de la víctima o un tercero, se procederá con las siguientes reglas”[…] “. La 

persona por identificar, será puesta entre un mínimo de diez personas de similares 

                                                           
12 ASAMBLEA NACIONAL, Constitución de la República del Ecuador, Lexis, Quito, p 78. 
13 Ibid, p 78. 
14 ASAMBLEA NACIONAL, Código Orgánico Integral Penal, Lexis, Quito, p 51. 
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características” 15concordando con el Protocolo para el uso de la Cámara de Gesell ” en 

su numeral 3.2 Cámara de Gesell como sala de identificación o reconocimiento, la que 

establece lo siguiente: “ Con la ayuda de la Policía se procederá a ubicar en el área de 

entrevista (habitación observada) a mínimo 10 personas con similares características 

físicas que el procesado, a fin de que permita la comparación e identificación por parte 

de la víctima, a los procesados se les llamará modelos”[…] “ los cuales deberán ubicarse 

conjuntamente con el procesado en la otra área y llevarán puesta una camiseta del mismo 

color”[…]16, para que se pueda comparar e identificar por parte de la víctima lo cual no 

se realizó transformando esta prueba en ilegal por lo tanto los elementos obtenidos de esta 

pericia se los conoce como “frutos del árbol envenenado” de acuerdo a lo que establece 

la jurisprudencia obtenida del caso Silverthorne Lumber Company contra Estados Unidos 

que se desarrolló así:  los policías hicieron un allanamiento en las oficinas del ciudadano 

Silverthorne y tras este fueron arrestados él y su padre la razón era un presunta evasión 

tributaria dentro de esta diligencia la policía también detuvo a algunos empleados, se 

decomisaron documentos, libros de contabilidad copias y fotografías toda esta diligencia 

se desarrolla sin que cuenten con una orden de allanamiento entonces Silverthorne solicitó 

la devolución de los documentos que se encontraban en custodia de la Corte del Distrito 

teniendo como sustento la razón de que el operativo se dio de forma ilegal a lo que Fiscalía 

se opuso debido a que se estaba trabajando en otra investigación en base a esos 

documentos, más sin embargo la Corte ordenó la devolución parcial, es decir, únicamente 

los documentos originales mas no las copias y demás evidencias, por lo que los 

Silverthorne, se negaron a presentar estos documentos incurriendo en desacato, por lo que 

enseguida solicitaron a la Corte Suprema revise las actuaciones de la Corte inferior es 

entonces este el momento en que se origina esta teoría ya que argumentan que en el 

momento en que se decida dar paso al pedido de Fiscalía se estaría atentando contra la 

Cuarta Enmienda de los Estados Unidos la cual establece que “toda persona tiene el 

derecho de asegurar su integridad , hogares, documentos, efectos personales contra 

registros e incautaciones que no sean razonables”[…]17 es decir si se daba paso a lo 

solicitado se violentaban derechos consagrados en la Enmienda anteriormente 

mencionada, por esta razón nace la “Teoría de los frutos del árbol envenenado”, que 

                                                           
15 ASAMBLEA NACIONAL, Código Orgánico Integral Penal, Lexis, Quito, p 138. 
16  Consejo de la Judicatura Resolución 117 – 2014. Protocolo para el uso de la Cámara de Gesell.  
17 Cuadro Añazco Alfredo, Blog Jurídico, 3 de Abril de 2018. https://alfredocuadros.com/tag/silverthorne-

v-united-states/ (último acceso: 24 de Diciembre de 2020)  
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comparando con la prueba obtenida en el testimonio anticipado de la víctima guardan 

relación en el sentido de que a pesar de ser un medio de prueba contundente la falta de 

formalidad en la ejecución de la pericia hace que se convierta en una prueba ilegal por lo 

cual debió ser excluida en la etapa correspondiente. 

La prueba ilegal es la que viola los derechos y garantías fundamentales que todo 

proceso debe tener por lo cual resulta ser invalida es así que el Código Orgánico Integral 

Penal en el Art. 454 numeral 6, en lo que respecta a los Principios de la Prueba, Exclusión 

establece que: “Toda prueba o elemento de convicción obtenido con violación a los 

derechos establecidos en la Constitución, en los instrumentos internacionales de derechos 

humanos o en la ley, carecerán de eficacia probatoria, por lo que deberán excluirse de la 

actuación procesal..”18 

 

Finalmente es importante saber lo que Muñoz Conde al respecto manifiesta: […] 

“Ahora bien, eso no quiere decir que el proceso penal tenga que renunciar por principio 

y desde un inicio, a la búsqueda de la verdad, sino solamente tiene que atemperar esa 

meta a las limitaciones que se derivan no solo de las propias leyes del conocimiento, sino 

de los derechos fundamentales reconocidos en la Constitución y de las demás normas, 

formalidades e impurezas de proceso penal” 19, el autor al referirse a impurezas hace 

alusión a la ilegalidad o ilicitud con que se obtuvieron las pruebas que en este caso 

continuaron dentro del proceso penal y sirvieron de base fundamental para el dictamen 

del Tribunal a pesar de haberse transformado en prueba ilegal. 

 

Dentro de la actividad probatoria los sujetos procesales buscan certificar la 

veracidad de sus elementos de tal forma que los jueces puedan tomar una decisión que 

resulte justa para las partes; resulta imprescindible citar a Pellegrini quien al respecto 

explica: “la actividad probatoria corresponde al conjunto de actos destinados a obtener la 

incorporación de los elementos de prueba al proceso […]”20. 

 

Por lo que es de vital importancia que todas estas acciones se ejecuten de forma 

diligente donde impere la eficiente aplicación legal. 

                                                           
18 ASAMBLEA NACIONAL, Código Orgánico Integral Penal, Lexis, Quito, p 133. 
19 Muñoz Francisco, Búsqueda de la verdad en el Proceso Penal. (Sevilla: Hammurabi Editorial, 2000), 

97. 
20 Pellegrini. Pruebas Ilícitas en el Derecho Procesal Penal. (Buenas Aires: Abeledo Perrot Editorial, 

1997), 124. 
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2.1. ANTECEDENTES DEL CASO. 

 

Una de las formas de conocer la noticia del delito es la denuncia tal como lo 

establece el art 421 del COIP: “La persona que llegue a conocer que se ha cometido de 

ejercicio público de la acción, podrá presentar su denuncia ante la Fiscalía, al personal 

del Sistema Especializado integral de investigación, medicina legal o ciencias forenses o 

ante el organismo competente en materia de tránsito”. 

 

La denuncia será pública sin perjuicio de que los datos de identificación, personal 

del denunciante, procesado o de la víctima, se guarden en reserva para su protección21, es 

así que el ciudadano Ramos Gorriti Yasiel de nacionalidad cubana ejerciendo su derecho 

se presenta el día  18 de enero de 2017 en  la Fiscalía General del Estado para denunciar 

que el día miércoles 18 de enero de 2017 se encontraba en compañía de su novia la 

ciudadana Francis Estefanía Sandoval Benalcázar y aproximadamente a las 19H00 la 

llevó al Hospital General Docente de Riobamba porque presentaba un cuadro de epilepsia 

razón por la que ingresaron a Emergencia, mientras atendían a la joven, 

 

Él se encontraba afuera esperando noticias cuando a eso de las 02H00 de pronto 

se le acercó un hombre de mediana estatura, con bigote su edad era entre 30 a 40 años, 

tenía en los dedos anulares dos anillos y le manifestó que si desea descansar mientras su 

novia se recuperaba a lo cual accedió, el individuo lo llevó por el baño de los hombres a 

la izquierda, puso una colchoneta y le dio una cobija y unas sábanas diciéndole que 

descansará que su novia ya se encontraba bien, le recomendó que no haga bulla, el joven 

al acostarse puso la alarma en su celular para que en media hora se despierte al sonar la 

media hora se levantó, quería salir pero la puerta estaba con llave por lo que empezó a 

golpear un poco y entonces vino por segunda vez el enfermero y le manifestó que no haga 

ruido que descanse un rato más porque a su novia ya la habían pasado a observación 

posterior a esosalió de la habitación, luego regresó al parecer después de media hora, se 

sentó en una silla ya que el cuarto tenía estanterías ahí había colchonetas, sábanas cobijas 

y le empezó a hacer preguntas sobre su novia, para después decirle si le gustaba culear 

ofreciéndole condones y si quería culear con alguna enfermera que él se lleva con todas 

y no le va a decir a su novia para subsecuentemente salir diciendo que va a traer condones, 

                                                           
21 ASAMBLEA NACIONAL, Código Orgánico Integral Penal, Lexis, Quito, p 124. 
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había regresado con los condones y de nuevo salió diciendo que va a traer a la enfermera 

el joven se había acostado y quedado dormida cuando de pronto sintió que alguien tocaba 

sus partes íntimas se despertó y le vio al auxiliar de enfermería a lado de él tocándole la 

entre pierna al ver eso el joven salió asustado de forma precipitada del lugar al pasillo y 

después a la sala de espera encontrándose con su novia a eso de las 5H45 dejando el 

Hospital con el alta a eso de las 6H00 am el joven le comentó a su novia lo que le había 

sucedido y ella le indicó que este auxiliar se le había acercado a decir que no le dejan 

pasar al novio que en media hora le van a dejar ingresar, la joven  le manifestó que tenía 

ganas de ir al baño y que pidió que lo hagan pasar para que la acompañe pero que una 

enfermera salió a la estación y habló con el mismo auxiliar quien le había manifestado 

que la joven se encontraba sola sin ningún familiar por lo cual  el mismo la llevó al baño 

y que este al verla alterada le dijo que se tranquilice que su novio estaba afuera y le dio 

una cama para que descanse hasta las 6H00 am que le dieron el alta. 

 

El señor Ramos junto con su novia se trasladó a su domicilio entonces regresó a 

este lugar entre el miércoles y jueves pidiendo a la jefa de enfermeras y al Dr. Luis 

Fernando León los nombres de esa persona ellos le indicaron que regrese el 23 de enero 

de 2017 eso de las 8H00 ya que ese día ese hombre iba a trabajar sin embargo escuchó 

un nombre y apellido, pero no de forma clara así que no podría decir. 

 

Es de total conocimiento que la acción penal es de carácter público estipulándolo 

el art 409 del COIP y la titularidad de esta es de Fiscalía como lo menciona el Art.  411 

de la misma normativa quien taxativamente establece:  

 
Titularidad de la acción penal pública. - La Fiscalía ejercerá la acción penal pública 

cuando tengo los elementos de convicción suficientes sobre la existencia de la infracción 

y de la responsabilidad de la persona procesada. La o el Fiscal podrá abstenerse de ejercer 

la acción penal, cuando: 1. Se pueda aplicar el principio de oportunidad. 2. Se presenta 

una causal de prejudicialidad, procedibilidad o cuestiones previas […]22 

 

Al ser la Fiscal responsable de dirigir la investigación pre procesal y procesal 

como lo estipula el art 442 del mismo cuerpo legal: Fiscalía. – “La Fiscalía dirige la 

investigación pre procesal y procesal penal e interviene hasta la finalización del proceso. 

                                                           
22 ASAMBLEA NACIONAL, Código Orgánico Integral Penal, Lexis, Quito, p 121.   
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La víctima deberá ser instruida por parte de la o el fiscal sobre sus derechos y en especial, 

sobre su intervención en la causa”23.  

 

La Fiscalía General del Estado luego de tener conocimiento de los hechos 

acontecidos a través de la denuncia presentada por la presunta víctima, inicia la 

Investigación Previa, el 30 de enero de 2017 amparada en el art 580 de la misma 

normativa:  

 
Investigación Previa Finalidades. - En la fase de investigación previa se reunirán los 

elementos de convicción, de cargo y de descargo, que permitan a la o el fiscal decidir si 

formula o no la imputación y de hacerlo, posibilitará al investigado preparar su defensa. 

Las diligencias investigativas practicadas por la o el fiscal, con la cooperación del 

personal del Sistema especializado integral de investigación, de medicina legal y ciencias 

forenses o del personal competente en materia de tránsito, tendrá por finalidad determinar 

si la conducta investigada es delictuosa, las circunstancias o móviles de la perpetración, 

la identidad del autor o partícipe y de la víctima, la existencia del daño causado, o a su 

vez, desestimar estos aspectos.24 

 

Esta fase se inicia por el presunto delito de Abuso Sexual establecido en el art 170 

del Código Orgánico Integral Penal, que taxativamente instituye: “La persona que en 

contra de la voluntad de otra ejecute sobre ella o la obligue a ejecutar sobre si misma u 

otra persona, un acto de naturaleza sexual, sin que exista penetración o acceso carnal, será 

sancionada con pena privativa de la libertad de 3 a cinco años”25.  

 

Al ser atribución del Fiscal y en concordancia con el art 444 numeral 6 que versa: 

“Atribuciones de la o el fiscal.- Son atribuciones de la o el fiscal las siguientes” […] “6.- 

Recibir las versiones de la víctima y de las personas que presenciaron los hechos o de 

aquellas a quienes les conste algún dato sobre el hecho o sus autores”26 toma las siguientes 

versiones compareciendo la presunta víctima ciudadano Ramos Gorriti Yasiel quien se 

ratifica en cada uno de los puntos que forman parte de la denuncia por el efectuada. La 

ciudadana Sandoval Benalcázar Francis (novia) del individuo también fue llamada a 

rendir versión en la cual confirmó todo lo dicho por la víctima y añadió que mientras su 

novio se encontraba atravesando esos difíciles momentos ella en el lugar que le brindaban 

asistencia médica era engañada por un hombre que coincide con la descripción del 

presunto infractor, diciéndole que no había nadie esperándola. 

                                                           
23 ASAMBLEA NACIONAL, Código Orgánico Integral Penal, Lexis, Quito, p 129. 
24 Ibid, p 176. 
25 Ibid, p 51. 
26 Ibid, p 129. 
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En la versión tomada a Gorriti Martínez Rosario María madre de la pretensa 

víctima, quien explica la forma de cómo sucedieron los hechos y que guardan relación 

con lo manifestado por la novia. 

 

El posible infractor en su versión indica que no tiene nada que ver en los hechos 

que se le imputan, mencionando que en esa habitación la puerta se puede abrir por ambos 

lados, queriendo poner en tela de duda lo que el joven manifestó en la denuncia acerca de 

que no pudo salir cuando lo intentó, Fiscalía dentro de sus diligencias ofició a la 

Institución respectiva requiriendo copias certificadas de certificados biométricos de tres 

ciudadanos. 

 

Fiscalía de acuerdo al artículo 465 numeral 5 del COIP que establece: Exámenes 

médicos y corporales. - Podrán efectuarse exámenes médicos o corporales de la persona 

procesada o de la víctima en caso de necesidad para constatar circunstancias relevantes 

para la investigación, de acuerdo con las siguientes reglas: 

 

[...] 5. Se podrá solicitar un peritaje psicológico en los casos de violencia sexual, 

contra la mujer o miembros del núcleo familiar u otros delitos especialmente cuando la 

víctima sea niña, niño, adolescente, adulto mayor o mujer embarazada. Estos se realizarán 

en centros especializados acreditados en esta temática27. Con este sustento legal se 

practicó las diligencias de valoración psicológica y entorno social respectivamente a la 

pretensa víctima Ramos Gorriti Yasiel, empezando por la valoración psicológica 

realizada por la psicóloga de la Fiscalía, estableciendo en su informe que la pretensa 

víctima presentaba una afectación emocional, depresión moderada, en consecuencia, 

menciona que si existen indicadores de abuso sexual. 

 

En lo que se refiere al informe del entorno social la Trabajadora Social encargada 

de la ejecución del mismo recomendó se continúe con el tratamiento psicológico para que 

el joven pueda superar el presunto daño causado. 

 

Otra diligencia que realizó la fiscal fue la de toma de testimonio anticipado de 

acuerdo a lo que establece el art 444 numeral 7 que versa:  

 

                                                           
27 ASAMBLEA NACIONAL, Código Orgánico Integral Penal, Lexis, Quito, p 137. 
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Art. 444.- Atribuciones de la o el fiscal. - Son atribuciones de la o el fiscal las siguientes:” 

[…] 7. Solicitar a la o el juzgador, en los casos y con las solemnidades y formalidades 

previstas en este Código, la recepción de los testimonios anticipados aplicando los 

principios de inmediación y contradicción, así como de las víctimas de delitos contra la 

integridad sexual y reproductiva, trata de personas y violencia contra la mujer o miembros 

del núcleo familiar.28 

 

 Y el artículo 502 numeral 2 de la misma normativa legal  

 

Art 502.- Reglas generales: La prueba y los elementos de convicción, obtenidos mediante 

declaración se regirán por las siguientes reglas: […] 2. La o el juzgador podrá recibir 

como prueba anticipada los testimonios de las personas gravemente enfermas, de las 

físicamente imposibilitadas, de quienes van a salir del país, de las víctimas o testigos 

protegidos, informantes, agentes encubiertos y de todas aquellas que demuestren que no 

pueden comparecer a la audiencia de juicio. En el caso de audiencia fallida, y en los que 

se demuestren las imposibilidades de los testigos de comparecer a un nuevo señalamiento, 

el tribunal, podrá receptar el testimonio anticipado bajo los principios de inmediación y 

contradicción. 29 
 

 

Procediendo así a rendirlo en la Cámara de Gesell el ciudadano Ramos Yasiel 

quien acudió y ratificó los hechos descritos en la denuncia, es importante destacar que 

dentro de esta diligencia por pedido del Fiscal, se ordena que la presunta víctima 

reconozca al autor de los hechos denunciados, para lo cual se le presentó tres fotografías 

en blanco y negro no muy claras que correspondían a los certificados biométricos 

solicitados a la Dirección Nacional de Registro Civil, a lo cual el ciudadano reconoce 

como su agresor al ciudadano Melendres Pañora Milton Enrique esta información fue 

solicitada teniendo como soporte el artículo 499 numeral 2 del COIP que establece: 

“Reglas generales.- La prueba documental se regirá por las siguientes reglas:” […] “2. La 

o el fiscal o la o el defensor público o privado, podrá requerir informes sobre datos que 

consten en registros, archivos, incluyendo los informáticos, que se valorarán en juicio”.  

30 

 

Se ofició a la autoridad respectiva solicitando se remita la nómina y horario de los 

Enfermeros que laboraban desde el día miércoles 18 y jueves 19 de enero de 2020 en el 

área de Emergencias, comprobándose a través de este documento que el individuo trabaja 

en dicho lugar y además que si estaba en el turno de ese día, con respecto a la pericia de 

Reconocimiento del lugar de los hechos se logró comprobar la existencia de este, y de la 

                                                           
28 ASAMBLEA NACIONAL, Código Orgánico Integral Penal, Lexis, Quito, p 129. 
29 Ibid, p 150. 
30 Ibid, p 149. 
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habitación donde presuntamente se cometió el hecho denunciado, teniendo como sustento 

legal el artículo 460 del COIP: 

 

Art 460.- Reconocimiento del lugar de los hechos. - La o el fiscal con el apoyo del 

personal del Sistema especializado integral de investigación, de, medicina legal y ciencias 

forenses, o el personal competente en materia de tránsito, cuando sea relevante para la 

investigación, reconocerá el lugar de los hechos de conformidad con las siguientes 

disposiciones: […]31 

 

El artículo 590 del Código Orgánico Integral Penal establece la Finalidad de la 

Instrucción la que estipula: “La etapa de instrucción tiene por finalidad determinar 

elementos de convicción, de cargo y descargo, que permita formular o no una acusación 

en contra de la persona procesada” 32en tanto el 591 del mismo cuerpo legal manifiesta 

que: “ Instrucción.- Esta etapa se inicia con la audiencia de formulación de cargos 

convocada por la o el fiscal, cuando la o el fiscal cuente con los elementos suficientes 

para deducir una imputación.”33 

 

Es así que el 07 de marzo de 2019 en la Audiencia respectiva, Fiscalía formula 

cargos en contra del ciudadano Melendres Pañora Milton Enrique como autor directo del 

delito de Abuso Sexual tipificado en el Art. 170 inciso 1 del COIP: “La persona que en 

contra de la voluntad de otra ejecute sobre ella o la obligue a ejecutar sobre si misma u 

otra persona, un acto de naturaleza sexual, sin que exista penetración o acceso carnal, será 

sancionada con pena privativa de la libertad de 3 a cinco años”, 34notificando el inicio de 

la Instrucción Fiscal en forma directa aplicándose  desde este momento al procesado 

medidas cautelares como la prohibición de salida del país y la presentación periódica en 

las oficinas de la Fiscal. Como lo establece el Capítulo II Medidas cautelares Sección 

Primera Medidas cautelares para asegurar la presencia de la persona procesada.  

 

Art 522 Modalidades. - La o el juzgador podría imponer una o varias de las siguientes 

medidas cautelares para asegurar la presencia de la persona procesada y se aplicará de 

forma prioritaria a la privación de libertad. 1. Prohibición de ausentarse del país, 2. 

Obligación de presentarse periódicamente ante la o el juzgador que conoce el proceso o 

ante la autoridad o institución que designe”.35 

  
El artículo 592 estipula la duración del Instrucción Fiscal:  

 

                                                           
31 ASAMBLEA NACIONAL, Código Orgánico Integral Penal, Lexis, Quito, p 135. 
32 Ibid, p 179. 
33 Ibid, p 179. 
34 Ibid, p 51. 
35 ASAMBLEA NACIONAL, Código Orgánico Integral Penal, Lexis, Quito, p 157. 
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Art 592.- Duración. - En la audiencia de formulación de cargos la o el fiscal determinará 

el tiempo de duración de la instrucción, misma que no podrá exceder del plazo máximo 

de noventa días. De existir los méritos suficientes, la o el fiscal podrá declarar concluida 

la instrucción antes del vencimiento del plazo fijado en la audiencia […] 36 

 

En irrestricto respeto de la normativa la fiscal manifestó que el periodo de 

duración de la Instrucción Fiscal sea de 90 días cerrándose el 06 de junio del 2019. 

 

Dando continuidad al proceso tomando como base el artículo 601 del COIP el que 

establece:  

 

Art 601.- Etapa de evaluación y preparatoria de juicio Finalidad.- Tiene como finalidad 

conocer y resolver sobre cuestiones de procedibilidad, prejudicialidad, competencia y 

procedimiento; establecer la validez procesal, valorar y evaluar los elementos de 

convicción en que se sustenta la acusación fiscal, excluir los elementos de convicción que 

son ilegales, delimitar los temas por debatirse en el juicio oral, anunciar las pruebas que 

serán practicadas en la audiencia de juicio y aprobar los acuerdos probatorios a que llegan 

las partes”.37 

 

Con fecha 3 de julio de 2019 se realiza la Audiencia Evaluatoria y Preparatoria de 

Juicio en la cual la Fiscal Silvana Vinueza de conformidad al artículo 498 del COIP que 

versa los siguiente: “Medios de prueba. - Los medios de prueba son 1. El documento, 2. 

El testimonio, 3. La pericia.” 38anuncia una serie de medios de prueba documentales, 

periciales y testigos tales como: la Nómina del personal del Hospital Docente de 

Riobamba que laboró entre los días 17 y 18 de enero de 2017 fecha en la que según la 

denuncia se suscitaron los acontecimientos, copia certificada de la Historia Clínica de la 

señorita Sandoval Benalcázar Francis Estefanía, Historia Laboral del procesado, 

reproducción del audio en donde consta el testimonio anticipado de la víctima y el 

reconocimiento de su agresor, en cuanto a la presencia de testigos se solicitó el testimonio 

de Sandoval Benalcázar Francis y Gorriti Martínez Rosario además la presencia de la 

profesional que realizó la pericia Psicológica y la Lic. Elizabeth Naranjo quien ejecutó la 

pericia sobre el Entorno Social por último se solicitó la presencia del Cbop. Adela Vallejo 

Durán quien practicó la pericia del reconocimiento del lugar de los hechos, actuaciones 

que constan en el artículo 604 numeral 4 literal a que dice: 

 

Art 604.- Audiencia preparatoria de juicio. - Para la sustanciación de la audiencia 

preparatoria de juicio, se seguirán además de las reglas comunes a las audiencias 

establecidas en este Código, las siguientes: […] 4. Concluida la intervención de los 

                                                           
36 ASAMBLEA NACIONAL, Código Orgánico Integral Penal, Lexis, Quito, p 180. 
37 Ibid, p 182. 
38 Ibid, p 149. 
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sujetos procesales si no hay vicios de procedimiento que afecten la validez procesal, 

continuará la audiencia, para lo cual las partes deberán: a. Anunciar la totalidad de las 

pruebas, que serán presentadas en la audiencia de juicio, incluyendo las destinadas a fijar 

la reparación integral para lo cual se podrá escuchar a la víctima, formular solicitudes, 

objeciones y planteamientos que estimen relevantes referidos a la oferta de prueba 

realizada por los demás intervinientes.39 

 

Con todos estos elementos la Fiscal sustenta su acusación en contra del procesado 

Melendres Pañora Milton Enrique, acusación que se respalda en el artículo 603 numeral 

3 del COIP el mismo que indica: “Acusación Fiscal. - La acusación fiscal deberá contener 

de forma clara y precisa […]. La o el juzgador ofrecerá la palabra a la o el fiscal que 

expondrá los fundamentos de su acusación. Luego intervendrá la o el acusador particular, 

si lo hay y la o el defensor público o privado de la persona procesada”40. Luego de cumplir 

con todas estas formalidades el Tribunal de Garantías Penales analizará y dictaminará el 

llamamiento a juicio fundamentadamente de acuerdo al artículo 608 del COIP. 

 

El Tribunal de Garantías Penales se reunió el 16 de enero de 2020 en Audiencia 

de Juzgamiento lo cual encontramos en el artículo 603 del COIP: “Etapa de Juicio, 

Necesidad de la acusación. - El juicio es la etapa principal del proceso. Se sustancia sobre 

la base de la acusación Fiscal”, 41en esta etapa la Fiscal presentó todas las pruebas que 

fueron anunciadas en Audiencia anterior, la Fiscalía respetando lo que taxativamente 

establece el artículo 614: 

 
Art. 614 Alegato de apertura. - El día y hora señalados, la o el juzgador, instalará la 

audiencia de juicio oral una vez verificada la presencia de las partes procesales. 

Concederá la palabra tanto a la o el fiscal, la víctima y la o al defensor público o privado 

de la persona procesada para que presente sus alegatos de apertura, antes de proceder a la 

presentación y práctica de las pruebas.42 
 

En su alegato de apertura presenta su teoría del caso, mientras que la Defensa del 

acusado expresa en su alegato que su defendido goza de la presunción de inocencia la 

cual debe tratar de ser destruida por Fiscalía quien tiene la tarea de demostrar con sus 

pruebas su Teoría manifestando que el Tribunal debe fallar en función de las pruebas que 

se logre judicializar por parte de Fiscalía. 

 

                                                           
39 ASAMBLEA NACIONAL, Código Orgánico Integral Penal, Lexis, Quito, p 183. 
40 Ibid, p 183. 
41 Ibid, p 183. 
42 Ibid, p 186.  
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En la práctica de la prueba se cumplió con las reglas que establece el art. 615 

“Práctica de la prueba. -  La o el presidente del tribunal procederá de conformidad con las 

siguientes reglas: […].”43.  

 

Se pres entó la grabación del testimonio anticipado de la víctima y el 

reconocimiento que se hizo en las tarjetas índices obtenidas del Registro Civil de 

Chimborazo, se receptó el testimonio de las profesionales que realizaron el Informe 

Psicológico y del Entorno Social las dos concluyeron que si existe un cambio en el estado 

emocional de la víctima, también la encargada del informe de reconocimiento del lugar 

de los hechos participó manifestando que efectivamente existe el lugar y la habitación en 

donde se perpetró el acto. En estricto apego a lo que establece el artículo 511 numeral 7.- 

Reglas Generales. - Las o los peritos deberán …7. Comparecer a la audiencia de juicio y 

sustentar de manera oral sus informes y contestar los interrogatorios de las partes para lo 

cual podrán emplear cualquier, medio”44. 

 

En apego al artículo 618 Alegatos que menciona:  

  

Art 618.- Concluida la fase probatoria, la o el presidente del tribunal concederá la palabra 

para alegar sobre la existencia de la infracción, la responsabilidad de la persona procesada 

y la pena aplicable, de acuerdo con el siguiente orden y disposiciones: 1. La o el fiscal, la 

víctima, y la o el defensor público o privado presentarán y expondrán, en ese orden, sus 

argumentos o alegatos. Hay derecho a la réplica, pero concluirá siempre la o el defensor.45 

 

 

Es así que: la Fiscal en su alegato de clausura manifiesta la existencia de 

concordancia entre el testimonio de la víctima y de los peritos evocando a la sana crítica 

y menciona el estado de salud emocional al cual ha sido arrastrada la víctima por los 

hechos motivo de la denuncia en cuanto a lo manifestado por la defensa del procesado de 

que la víctima no constituye prueba plena indica que existe documentación obtenida del 

mismo Hospital a través de la que se podía comprobar que el acusado labora en el lugar 

de los hechos, que se encontraba en dicha plaza el momento que se desencadenó la 

situación, lo cual debe ser evaluado en conjunto, finalmente la Fiscal en cuanto a que no 

exista una prueba definitiva que compruebe la presencia del acusado en el lugar de los 

hechos como podría ser el registro del reloj biométrico menciona que con lo que se ha 

                                                           
43 ASAMBLEA NACIONAL, Código Orgánico Integral Penal, Lexis, Quito, p 186. 
44 Ibid, p 154. 
45 Ibid, p 187. 
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presentado es suficiente para comprobar la presencia del infractor en el lugar en el día y 

hora en que se desencadenaron los hechos, manifestando que al no existir ninguna prueba 

que contradiga su teoría del caso, las pruebas presentadas son suficientes por lo cual 

mencionó que todo lo actuado en la audiencia es idóneo para que se declare la 

culpabilidad del acusado. 

 

El alegato de la defensa del procesado se basa en que si bien es cierto se prueba la 

materialidad Fiscalía con toda la prueba expuesta no logra comprobar la responsabilidad 

de su defendido en el hecho que se le imputa debido a que en la toma del testimonio 

anticipado se realizan el reconocimiento del supuesto agresor de una forma no idónea 

como es en fotografía del certificado biométrico poco claras  además de estar en blanco 

y negro, menciona también que al momento de la denuncia la víctima no sabía ni siquiera 

los nombres y apellidos del posible agresor aduciendo que inclusive como puede dar 

rasgos si todo se desencadenó por la noche en una habitación oscura, finalmente solicitó 

que se valore la prueba tomando en cuenta su legalidad en la obtención. 

 

Luego de analizar el tribunal decide como establece el artículo 619.4 “Decisión. - 

La decisión judicial deberá contener […] 4. Una vez declarada la culpabilidad y la pena 

el juzgador dispondrá la reparación integral de la víctima siempre que esta sea 

identificable […].”46 

 

 El Tribunal en su análisis concluye que el delito se ha probado, comprobándose 

la materialidad a través del testimonio anticipado de la víctima y del testimonio de los 

peritos, y manteniendo que el testimonio de la víctima es suficiente ya que se considera 

una prueba trascendental que permite dictar una sentencia condenatoria y finalmente 

mencionan que en la identificación del procesado si se respetó lo que la normativa legal 

establece apoyándose en el art 466 numeral 10 del COIP que establece: “Identificación 

personal.- Cuando no sea posible identificar por otros medios a una persona investigada 

y sea necesaria la identificación por parte de la víctima o un tercero, se procederá con las 

siguientes reglas […] 10. Si la identificación se realiza mediante fotografías o videos, se 

presentarán e incorporarán en la audiencia de juzgamiento”47, razón por la cual se desecha 

esto. Finalmente, el Tribunal declara la culpabilidad del acusado Milton Enrique 

                                                           
46 ASAMBLEA NACIONAL, Código Orgánico Integral Penal, Lexis, Quito, p 188. 
47 ASAMBLEA NACIONAL, Código Orgánico Integral Penal, Lexis, Quito, p 137. 
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Melendres Pañora y lo condena a 6 años 8 meses de privación de la libertad artículo 620 

“Tiempo de la pena. - El tribunal deberá determinar con precisión el tiempo de la condena; 

de igual modo deberá determinar el cumplimiento de las penas de restricción de los 

derechos de propiedad, en caso de existir”48.  y una multa de doce salarios básicos 

unificados por ser autor del delito de abuso sexual art 170 “La persona que en contra de 

la voluntad de otra ejecute sobre ella o la obligue a ejecutar sobre si misma u otra persona, 

un acto de naturaleza sexual, sin que exista penetración o acceso carnal, será sancionada 

con pena privativa de la libertad de 3 a cinco años”49 con agravante en el numeral 8 del 

art 48 del COIP que estipula: 

 

Art 48. Circunstancias agravantes en las infracciones contra la integridad sexual y 

reproductiva, la integridad y la libertad personal. - Para las infracciones contra la 

integridad sexual y reproductiva, la integridad y la libertad personal, además de las 

previstas en el artículo precedente, son circunstancias agravantes específicas las 

siguientes: […]8. Tener la infractora o el infractor algún tipo de relación de poder o 

autoridad sobre la víctima, tal como ser: funcionaria o funcionario público, docente, 

ministras o ministros de algún culto, funcionarios o funcionarias de la salud o personas 

responsables en la atención del cuidado del paciente; por cualquier otra clase de 

profesional o persona que haya abusado de su posición, función o cargo para cometer la 

infracción50. 

 

El sentenciado patrocinado por su defensor y en uso de su derecho a acceder a la 

impugnación y recursos específicamente al recurso de apelación como lo establece el 

artículo 653 que dice:  

 

Art. 653. Procedencia. - Procederá el recurso de apelación en los siguientes casos: 1. De 

la resolución que declara la prescripción del ejercicio de la acción o la pena. 2. Del auto 

de nulidad 3. Del auto de sobreseimiento si existió acusación fiscal 4. De las sentencias 

5. De la resolución que conceda o niegue la prisión preventiva siempre que esta decisión 

haya sido dictada en la formulación de cargos o durante la instrucción fiscal.51 

 

La defensa técnica del sentenciado mediante recurso de apelación acude a la 

siguiente instancia legal basándose en que en el Tribunal inferior  no se llegó a comprobar 

la existencia del nexo causal entre la materialidad de la infracción y la responsabilidad 

del procesado debido a que si bien es cierto con el testimonio anticipado y la prueba 

indiciaria como fue el testimonio de los peritos se comprueba la perpetración del hecho 

Fiscalía omite o simplemente no presenta una prueba fehaciente y que cumple con lo que 

                                                           
48 ASAMBLEA NACIONAL, Código Orgánico Integral Penal, Lexis, Quito, p 188. 
49 Ibid, p 51. 
50 Ibid, p 21. 
51 Ibid, p 206. 
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establece la normativa legal, ya que la identificación realizada al supuesto transgresor 

dentro de la diligencia de testimonio anticipado vulnera lo que prevé el COIP y el 

procedimiento establecido para este tipo de casos dejando en tela de duda  la 

responsabilidad del ciudadano Melendres Pañora Milton. 

 

La Fiscal dentro de esta audiencia se remite a narrar nuevamente los hechos, los 

sujetos procesales no efectuaron ninguna intervención. Fiscalía manifiesta que no fue 

posible contar es esta audiencia con el testimonio de la víctima, ni de la ciudadana Francis 

Sandoval quien era la acompañante del individuo Ramos en la noche de la perpetración 

del acto debido a que ella ya no tenía ningún tipo de relación con la víctima, por lo cual 

debió renunciar a la presentación del testimonio. 

 

La sala luego de que se dan las intervenciones manifiesta que es indudable que la 

víctima si se encontraba en el lugar de los hechos aquel día pero también aclara que la 

diligencia de identificación del sentenciado no se efectuó de acuerdo a lo que establece el 

procedimientos y la normativa legal que lo soporta como es el COIP sino más bien 

Fiscalía únicamente presentó tres fotografías de sujetos tomados al azar que no tenían 

coincidencia en su vestimenta peor aún en los rasgos físicos por lo cual dicha sala pide a 

Fiscalía le aclare la razón por la cual no se respetó las normas mínimas establecidas para 

este tipo de diligencias, consecuentemente violentando el debido proceso y obteniendo 

prueba ilegal la misma que sirvió para sancionar al acusado . 

 

La Sala Especializada de lo Penal antes de emitir su dictamen llama la atención a 

la Fiscal por la falta de presentación a rendir testimonio de Francis Sandoval y Rosario 

Gorriti ex novia y madre de la víctima ya que era de mucha importancia y finalmente 

acepta el recurso de apelación interpuesto por Milton Melendres y revoca la sentencia 

emitida por el Tribunal de Garantías Penales ratificando el estado de inocencia del 

individuo.  
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2.2. FUNDAMENTACIÓN TEÓRICA DEL CASO. 

 

2.2.1. Debido Proceso. 

 

La Constitución de la República del Ecuador, en pro de mantener equilibrio entre 

los recurrentes a la justicia y el poder punitivo del Estado establece el derecho al debido 

proceso, el mismo que engloba una serie de garantías, su correcta aplicación hace que se 

administre justicia de forma imparcial es así que:  

 

El doctrinario Hoyos lo llega a enmarcar como un derecho fundamental, de carácter 

instrumental, dentro del cual se encuentran garantías de las personas, por lo cual se puede 

ubicarlo como la mayor locución del derecho procesal. Dada su importancia se lo ha 

sumado a la Constitución52. 

  

La mejor manera de que los recurrentes a un proceso penal obtengan juicio justo 

es que se desarrolle con completo apego a los derechos y garantías que constan en los 

preceptos legales. 

Para que se dé cumplimiento a este derecho se lo ha rodeado de garantías y principios que 

se encuentran establecidos en la Constitución de la República del Ecuador. 

  

Artículo 76: En todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones de 

cualquier orden, se asegura el derecho […].53 

 

La Declaración Universal de los Derechos Humanos también consagra el derecho 

al debido proceso es así que: 

 

Artículo 8 estipula que toda persona tiene derecho a un recurso efectivo antes los 

tribunales nacionales pertinentes […]. 

 

Artículo 9 de la misma Declaración suscribe: Nadie podrá ser arbitrariamente detenido, 

preso ni desterrado. 

 

Artículo 10 establece que “Toda persona tiene derecho, en condiciones de plena igualdad, 

a ser oída públicamente y con justicia por un tribunal independiente e imparcial […].54 

 

                                                           
52 Hoyos A, El Debido Proceso, (Bogotá: Temis Editorial, 1998), 54. 
53 ASAMBLEA NACIONAL, Constitución de la República del Ecuador, Lexis, Quito, p 28. 
54 ONU, “Declaratoria Universal de los Derechos Humanos”, accedido 20 de diciembre de 2020. 

https://www.un.org/es/universal-declaration-human-rights/ 
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El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de las Naciones Unidas en 

su: 

 

Art. 14 Debido Proceso 1. Todas las personas son iguales ante los tribunales y cortes de 

justicia. Toda persona tendrá derecho a ser oída públicamente y con las debidas garantías 

por un tribunal competente, independiente e imparcial, establecido, por la ley en la 

sustanciación de cualquier acusación de carácter penal formulada contra ella o para la 

determinación de sus derechos u obligaciones de carácter civil.55 

 

La Convención Americana sobre Derechos Humanos en el:  

 

Artículo 8 del Caso Genie Lacayo. Sentencia de 29 de enero de 1997 parr. 74 establece 

que: el derecho de toda persona a ser oída con las debidas garantías y dentro de un plazo 

razonable por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con 

anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada en su 

contra o para la determinación de sus derechos de carácter civil, laboral fiscal u otro 

cualquiera.56 

 

La causa al atravesar todas las etapas procesales con sometimiento a los derechos 

fundamentales y el debido proceso logra alcanzar el control de legalidad necesario y de 

esto surgirá un fallo legítimo y conforme a Derecho. En caso de no ser así los perjudicados 

podrán recurrir a las Cortes Internacionales en pro del cumplimiento de sus derechos, y 

como en líneas anteriores se puede verificar existe el suficiente soporte legal para que 

este reclamo se haga efectivo en dichas Cortes. 

 

2.2.1.1. Derecho al debido proceso penal 

 

Todo individuo que forma parte de un Estado tiene derecho al desarrollo de una 

actividad procesal penal justa, la cual se puede conseguir con la aplicación de los 

preceptos legal establecidos en la norma Constitucional, norma punitiva del Estado y 

demás normativa que la rodean, son los operadores de justicia quienes garantizarán la 

aplicación del mismo a través de sus múltiples actuaciones. 

La existencia de estas garantías se da principalmente para poder de alguna forma contener 

el poder punitivo del Estado, es así que el Código Orgánico Integral Penal establece: 

 

                                                           
55 ONU, Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos, 16 de diciembre de 1966,  https:// 

www.ohchr.org/sp/professionalinterest/pages/ccpr.aspx 
56 Caso Genie Lacayo vs Nicaragua, accedido 21 de diciembre de 2020 https://www. 

corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_30_esp.pdf 

https://www/
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Art 1.- Finalidad. - Este Código tiene como finalidad normar el poder punitivo del Estado, 

tipificar las infracciones penales, establecer el procedimiento para el juzgamiento de las 

personas con estricta observancia del debido proceso, promover la rehabilitación social 

de las personas sentenciadas y la reparación integral de las víctimas.57 

 

El debido proceso es un derecho adquirido por todo el conglomerado social y 

envuelve a todo el sistema jurídico de un Estado, todos los actos que se encuentran 

revestidos de la legalidad que la supra norma y demás leyes otorgan deben ceñirse a este, 

su sola violación constituiría un atentado contra el Estado Constitucional de Derechos.  

 

El cumplimiento de este derecho se avala con el conjunto de principios y garantías 

que se han creado es así que el COIP establece: 

 

Art 5.- Principios Procesales. - El derecho al debido proceso penal, sin perjuicio de otros 

establecidos en la Constitución de la República, los instrumentos internacionales 

ratificados por el Estado u otras normas jurídicas, se regirá por los siguientes principios. 

[…] 58  
 

Muchos tratadistas al respecto ahondan y coinciden con que el cumplimiento del 

debido proceso le reviste de legalidad a cualquier hecho que se esté sometiendo a la 

justicia, tal es así que: 

 

Zavala Baquerizo al respecto dice: que se concibe por debido proceso el que se inicia, se 

desarrolla y concluye acatando y haciendo efectivos los principios y las normas 

constitucionales, legales e internacionales aprobadas previamente, así como los principios 

generales que informan el Derecho Procesal Penal, con el único objetivo de que la 

administración de justicia se ejecute de forma imparcial arrojando como resultado una 

resolución envestida de seguridad jurídica.59 

 

En materia penal el debido proceso funciona como un engranaje conjuntamente 

con los principios contemplados en el COIP, cuyo objetivo es alcanzar la efectividad, 

eficiencia y justicia en el desarrollo de un proceso penal. 

 

2.2.1.2. Sujetos Procesales  

 

Un proceso legal inicia con el cometimiento de una infracción por parte de un 

individuo contra otro, y es a partir de la denuncia e inicio del proceso penal que estos 

                                                           
57 ASAMBLEA NACIONAL, Código Orgánico Integral Penal, Lexis, Quito, p 7. 
58 Ibid, p 8. 
59 Zavala Baquerizo, El Debido Proceso Penal, (Guayaquil: Edino Editorial, 2001), 92. 
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conjuntamente con Fiscalía, y la defensa se convierten en el centro del mismo siendo ellos 

los encargados de ejecutar acciones para que se llegue a sancionar y culminar dicha causa. 

 

El tratadista Jhon Ortiz en la Revista Ratio Juris indica que sujetos procesales son 

aquellos que en el proceso jurisdiccional tienen aptitudes procesales cualquiera que sea 

la posición que ocupen en éste. La doctrina diferencia entre quienes tienen la calidad de 

parte, terceros e intervinientes. El concepto de sujeto procesal es omnicomprensivo de 

todos ellos60. 

 

El Dr. Jorge Zavala Baquerizo en el texto Tratado de Derecho Procesal Penal manifiesta 

que:  Son sujetos procesales las personas que de manera principal o accesoria actúan en 

la constitución y desarrollo del proceso penal por ser titulares de una determinada 

potestad, o por tener que cumplir ciertas funciones particulares y eventuales referidas a 

un concreto objeto procesal indicando que los sujetos procesales son el juez o tribunal, el 

fiscal y el justiciable, con estar tres personas se constituye la relación jurídica que es de 

la naturaleza del proceso, cuando se trata de aquellos procesos que tienen por objeto 

delitos cuyo ejercicio de acción es público61. 

 

El Código Orgánico Integral Penal en el art. 439, taxativamente manifiesta que: 

“Son sujetos del proceso penal: 1. La persona procesada, 2. La víctima, 3. La Fiscalía, 4. 

La defensa62. 

 

A diferencia de la normativa la doctrina incluye a otros miembros en el desarrollo 

del proceso penal que si bien es cierto no forman parte activa del proceso, su importancia 

radica en la función particular que tiene cada uno de ellos y que dependiendo de la etapa 

procesal en la que se encuentren su actuación reviste de formalidad al caso. 

 

Cada uno de estos sujetos tiene sus propias obligaciones dentro de un proceso 

penal, la ejecución de estas son las que les otorgan validez a todos los actos procesales 

que se deriven de este. 

 

En el caso de estudio uno de los sujetos procesales, Fiscalía comete una serie de errores 

razón por la cual estudiaremos más a fondo sus atribuciones. 

 

                                                           
60 Ortiz Alzate Jhon Revista Facultad del Derecho Ratio Juris Vol. 5 N 10. Enero -Junio de 2010. 

file:///C:/Users/Usuario/AppData/Local/Temp/Dialnet-SujetosProcesalesPartesTercerosEIntervinientes-6750300-

1.pdf (último acceso: 5 de Diciembre de 2020) 
61 Zavala, Jorge, Tratado de Derecho Procesal Penal. (Guayaquil: Edino Editorial, 2004), 102. 
62 ASAMBLEA NACIONAL, Código Orgánico Integral Penal, Lexis, Quito, p 128. 
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El rol del Fiscal dentro del Sistema Penal es fundamental ya que es el encargado 

de la acción penal, sobre él recae el peso de investigar si se ha cometido o no un delito, 

en caso de serlo activar todo su contingente en busca de que este sea sancionado, es así el 

momento en el que todas las acciones encaminadas deben concordar con las reglas, 

normas establecidas para su ejecución, en observancia a los derechos y garantías legales 

con las que cuentan tanto la víctima como el procesado, derecho al debido proceso, la 

tutela judicial efectiva y la seguridad jurídica, por tal razón las actuaciones de Fiscalía 

siempre deben ser objetivas. 

 

El Art 195 de la Constitución de la República del Ecuador en concordancia con el 

Art. 282 del Código Orgánico de la Función Judicial establece que el organismo 

encargado de conducir la investigación pre procesal y procesal es Fiscalía, que este se 

encargará de recabar todos los elementos necesarios y de ser el caso acusará al sujeto o 

sino no lo hará siempre respetando los derechos tanto del procesado como de la víctima. 

Que bajo su cargo también se encontrarán el sistema especializado integral de 

investigación, de medicina legal y ciencias forenses, personal de investigación civil y 

policial, conducirá el sistema de protección a víctimas, testigos y participantes del 

proceso63. El Código Orgánico Integral Penal en concordancia con la norma suprema, en 

el Art. 411 establece que el titular de la acción penal pública es Fiscalía y que este la 

desplegará cuando cuente con los suficientes elementos de convicción por lo que para su 

obtención deberá realizar una serie de diligencias, las mismas que en ciertos casos cuentan 

con procedimientos especiales de los cuales debe tener pleno conocimiento el agente 

fiscal asignado al respectivo proceso, de tal forma que no cometa ningún tipo de 

negligencia. 

 

Ahondando más en la intervención de Fiscalía dentro del proceso penal el Art. 

442 del COIP, explícitamente manifiesta que Fiscalía deberá formar parte de toda la 

sustanciación de la causa es decir etapa, pre procesal, procesal hasta la culminación del 

proceso, para lo cual se le asigna una serie de atribuciones las cuales están estipuladas en 

el art 443 de la misma normativa manifiesta la siguiente atribución: […] 1. Organizar y 

dirigir el Sistema especializado integral de investigación, de medicina legal y ciencias 

forenses.64. A este se le considera un órgano auxiliar de investigación de Fiscalía, el cual 

                                                           
63 ASAMBLEA NACIONAL, Constitución de la República del Ecuador, Lexis, Quito, p 84. 
64 ASAMBLEA NACIONAL, Código Orgánico Integral Penal, Lexis, Quito, p 129.  
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es el encargado de ejecutar las diversas diligencias que el Agente Fiscal considere 

necesario. 

 

Siendo el art 444 numeral 7 del COIP quien al Fiscal otorga la atribución de […] 

Solicitar a la o el Juzgador, en los casos y con las solemnidades y formalidades previstas 

en este Código, la recepción de los testimonios anticipados […] 65fundamentándose en 

esto el Fiscal encargado del caso solicita se tome el testimonio anticipado de la víctima, 

que hasta este momento se encuentra enmarcado en Derecho. 

 

Como se ha venido diciendo anteriormente toda actuación debe sujetarse a las 

reglas que existen, para esta el Capítulo II “Actuaciones y Técnicas especiales de 

Investigación”, establece los métodos y procedimientos bajo los cuales se sustanciarán 

las diligencias y el Art. 459 del COIP prevé que todas las diligencias deben constar en 

actas e informes periciales, así como también el expediente deberá ser el que reúne todos 

los elementos recabados y en esto el fiscal sustentará su acusación.  

 

Para profundizar en este tema se debe recordar que en el caso de estudio la 

diligencia que solicitó Fiscalía se ejecute fue la toma del testimonio anticipado de la 

víctima y que en el mismo momento que se efectuó esta diligencia sorpresivamente el 

Fiscal solicita la identificación del presunto agresor por parte de la víctima, lo cual le 

permiten realizar el juez. 

 

 El art 466 del Código Orgánico Integral Penal establece una serie de reglas para 

la identificación personal en caso de que no haya sido viable realizarlo por otro medio. 

 

 Si bien es cierto dentro de esta se establece la posibilidad de identificación por 

fotografías, pero existe un Protocolo para el uso de la Cámara de Gesell expedido 

mediante Resolución 117 – 2014 del Consejo de la Judicatura en el que se establece la 

identificación y reconocimiento de personas dentro del cual se detalla que debe existir un 

parecido físico entre los “modelos” lo cual brindará mayor veracidad al momento en que 

la víctima lo identifica. 

  

                                                           
65 ASAMBLEA NACIONAL, Constitución de la República del Ecuador, Lexis, Quito, p 129. 
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2.2.2. Seguridad Jurídica. 

 

Es deber del Estado establecer los mandatos legales que los ciudadanos debemos 

seguir, pero de la misma manera tiene la obligación de crear un entorno que revista de 

seguridad los diferentes ámbitos que regulan la convivencia de los individuos en la 

sociedad, razón por la cual desde la Carta Magna se ha emitido un articulado que garantiza 

el acceso a la seguridad jurídica 

 

Art 82 de la Constitución de la República del Ecuador[..] “El derecho a la seguridad 

jurídica se fundamenta en el respeto a la Constitución y en la existencia de normas 

jurídicas previas, claras, públicas y aplicadas por las autoridades competentes”.66 

 

La Corte Constitucional con respecto a la seguridad jurídica ha dicho: 

 

Se constituye en la garantía de credibilidad de que las normas sean aplicadas por las 

autoridades públicas en estricto apego de la Constitución y las normas infra 

constitucionales67. 

 
El tratadista Javier Rincón Salgado menciona que la seguridad jurídica es la confianza 

que toda persona que está involucrada en el ámbito judicial tiene sobre el marco legal y 

que este será lo suficientemente claro y confiable y que su sola aplicación será suficiente 

para alcanzar justicia. 68 

 

A la seguridad jurídica se la puede llegar a definir desde diferentes aristas, para el 

ciudadano común es que el Estado garantice el acceso imparcial a la justicia, 

cumplimiento de sus derechos, en el ámbito económico se la puede definir como el 

respeto al desarrollo privado de cada organización, la seguridad que se le da a través de 

la normativa legal, las reglas y procesos pero al final todos estos deben estar concatenados 

entre si ya que no se puede revertir un derechos para promulgar otro así como tampoco 

se puede dictar una normativa que sea contraria a una ya existente debe fluir una total 

armonía solo así se puede hablar de un ejercicio libre de la seguridad jurídica. 

 

  

                                                           
66 ASAMBLEA NACIONAL, Constitución de la República del Ecuador, Lexis, Quito, p 32. 
67 Ecuador, Corte Constitucional Caso 2184-11-EP, 12 de agosto de 2015. 
68 Rincón S, Javier, La discrecionalidad, la estabilidad jurídica, (Bogotá: Pontificia Universidad Javeriana 

Editorial, 2011), 33.   
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2.2.3. Tutela Judicial Efectiva. 

 

La tutela judicial efectiva es el derecho del cual goza la ciudadanía garantizándole 

el libre acceso a los tribunales y cortes de justicia competentes y estos le brinden una 

atención acertada e imparcial con respecto a la reclamación que se encuentra en proceso 

y que cumplan con lo que la norma establece revistiendo así de total legalidad a la decisión 

que el administrador de justicia haya tomado con respecto a este caso; para lograr mayor 

efectividad en la aplicación de este se lo ha plasmada en la Carta Magna en el Art. 75 el 

cual estipula: “ Toda persona tiene derecho al acceso gratuito a la justicia y a la tutela 

efectiva, imparcial y expedita de sus derechos e intereses, con sujeción a los principios 

de inmediación y celeridad; en ningún caso quedará en indefensión. El incumplimiento 

de las resoluciones judiciales será sancionado por la ley”69, es de vital importancia que al 

sujeto procesal a través de la seguridad jurídica esencialmente se le garantice el acceso a 

un defensor, quien lo acompañará en el desarrollo de las etapas procesales con esto lo que 

se busca es que exista equidad entre los sujetos intervinientes de tal forma que realmente 

se logre llegar a una decisión justa. 

 

Pero gracias a los Tratados Internacionales a los que el país se ha adherido se ha logrado 

fortalecer este Derecho de las personas. 

 

La tratadista Araujo Oñate establece que cuando las actuaciones se desarrollan 

con acatamiento a este derecho a la tutela judicial efectiva el recurrente asegura el acceso 

imparcial a la justicia, al derecho al debido proceso, lográndose de esta forma una rigurosa 

inspección de todas las actuaciones inmersas en el proceso penal evitando que su 

ejecución irregular resulte en vulneración de derechos de los recurrentes70. 

 

2.2.4. Infracción penal.  

 

El Código Orgánico Integral Penal en el Art. 18 define con precisión a la 

Infracción Penal indicando que es la conducta típica, antijurídica y culpable cuya sanción 

se encuentra prevista en este Código71. Cualquier comportamiento de un individuo que 

                                                           
69 ASAMBLEA NACIONAL, Constitución de la República del Ecuador, Lexis, Quito, p 28. 
70 Araujo, Rocío. Acceso a la Justicia y Tutela Judicial Efectiva. (Colombia: Artec, 2011), 89 
71 ASAMBLEA NACIONAL, Código Orgánico Integral Penal, Lexis, Quito, p 15. 
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transgreda lo que la norma penal establece sea ejecutado este por acción u omisión estaría 

constituyéndose en una infracción penal, en Ecuador existen dos tipos de infracciones que 

por sus características se dividen en: delitos y contravenciones. 

 

2.2.4.1. Delito.  

 

Se considera delito a toda acción u omisión realizada por un individuo que atente 

contra el bien jurídico protegido de determinada persona por lo que debe ser impuesta 

una pena.  

 

Jiménez Azúa define al delito como: “El acto típico antijurídico, imputable, 

sancionado con una pena y conforme a las condiciones objetivas de la publicidad”72. 

 

La Constitución de la República del Ecuador prevé en el Art. 76 numeral 3 que 

nadie podrá ser juzgado ni sancionado por un acto u omisión que, al momento de 

cometerse, no esté tipificado en la ley como infracción penal, administrativa o de otra 

naturaleza, ni se le aplicará una sanción no prevista por la Constitución o la ley […]73., 

así como también el Código Orgánico Integral Penal en el Art. 5 numeral 1 para dar aún 

más formalidad lo expresa a través de un principio que es el de legalidad indicando que 

“no hay infracción penal sin ley anterior al hecho. Este principio rige incluso cuando la 

ley penal se remita a otras normas o disposiciones legales para integrarla”74. Con este 

principio lo que se intenta es que el Estado con todo su aparataje no cometa 

arbitrariedades en el desarrollo del proceso penal. No se puede juzgar a un individuo por 

un hecho que en el momento de su ejecución no constaba en la norma penal, así como 

tampoco se puede utilizar una prueba que en su obtención no estuvo cubierta de toda la 

legalidad que la ley impone. 

 

Al respecto Roxin manifiesta que, “[…] la arbitrariedad y la inseguridad jurídica 

del Estado premoderno, fue rebasada con la caída del absolutismo en manos del Derecho 

Penal ilustrado, dando lugar a la época de las codificaciones, que aparecen a finales del 

                                                           
72 Jiménez Asúa Luis Principio de Derecho Penal La Ley y el Delito. (Buenos Aires: Abeledo – Perrot, sf), 

87. 
73 ASAMBLEA NACIONAL, Constitución de la República del Ecuador, Lexis, Quito, p 28. 
74 ASAMBLEA NACIONAL, Código Orgánico Integral Penal, Lexis, Quito, p 8. 
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siglo XVIII y que reconocen expresamente al principio de legalidad […]”75, reconociendo 

desde la doctrina misma. 

 

De acuerdo a la Teoría del Delito el tipo penal es la descripción de la conducta 

típica antijurídica y culpable por la cual se sancionará al individuó con una pena, es decir, 

se debe encuadrar la conducta de la persona a lo que los preceptos legales disponen para 

que esta sea sujeta a una sanción de acuerdo a lo que establece la norma punitiva y previo 

a la transparente ejecución del proceso penal76. Es importante mencionar que el tipo penal 

está sujeto a transformaciones las cuales dependen directamente de los cambios en la 

conducta de los individuos. 

 

El juicio de tipicidad es parte fundamental, dentro de este se analiza si la conducta 

se adecua al tipo penal, por lo que se inicia con este estudio para que luego siempre en 

estricta observancia a lo que la norma expresa comprobar si la conducta del individuo se 

ajusta lo que la ley dispone, dentro de la tipicidad se encuentran los elementos objetivos 

y subjetivos de acuerdo al esquema finalista de Hans Welzel quien lo divide así: “una 

parte objetiva que estudia los elementos externos de la conducta, y la subjetiva que estudia 

la parte interna de la conducta”77. 

 

También se encuentra al sujeto activo, sujeto pasivo bien jurídico protegido, 

resultado, nexo causal, riesgo permitido, medio empleado. Mientras que en el tipo 

subjetivo se encuentran el dolo que es el uso de la fuerza para cometer el delito y la culpa 

que se puede traducir como la ausencia del deber objetivo de cuidado, el error de tipo es 

quien bloquea al dolo. Este puede ser vencible o invencible. 

  

 Si la conducta es contraria a Derecho es decir antijurídica, nos adentramos en la 

Antijuricidad tanto formal siendo sujeto a análisis la contradicción que se puede generar 

entre la conducta y el ordenamiento jurídico y material analizándose dentro de esta el 

peligro en que se subsume el bien jurídico, como en otros casos en esta se pueden 

encontrar los excluyentes que son la legítima defensa y el estado de necesidad de no 

acoplarse a ninguno de ellos la conducta será antijurídica  

                                                           
75 Roxin, Derecho Penal, La Estructura de la Teoría del Delito. (Civitas Editorial, 2009), 142-143.  
76 Zaffaroni E, Tratado de Derecho Penal. (Buenos Aires: Ediar Editorial, 2002), 432. 
77 Welzel, H Derecho Penal Alemán. (Santiago de Chile: Jurídica de Chile Editorial, 1976), 93. 
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Finalmente, la culpabilidad también está sometida a estudio desde otra perspectiva 

como es la responsabilidad del sujeto activo. Solo quien cumple los requisitos que hacen 

aparecer como responsable de un injusto penal se hace acreedor a una pena78. 

Apareciendo así la culpabilidad como el momento preciso en que a un individuo se le 

puede hacer responsable de un hecho, “con la culpabilidad se puede llegar a relacionar el 

injusto a su autor y de acuerdo al grado de esta se llega a aplicar el poder punitivo sobre 

el individuo”79. Existen las causas de inculpabilidad como el error de prohibición 

invencible con el cual no existe responsabilidad penal y el error vencible en el cual, si se 

aplica la pena, pero son trastornos mentales, estado de embriaguez, caso fortuito 

imprevisible, responsabilidad en estado de embriaguez. 

 

2.2.4.2. Delitos que atentan a la integridad sexual de las personas. 

 

Los delitos sexuales generan una condena total de la población contra quien los 

perpetra; entre estos delitos se encuentra: abuso sexual, acoso sexual, violación, etc. Con 

estos delitos se atenta contra la libertad que tiene un individuo para decidir sobre su 

cuerpo. 

 

2.2.4.2.1. Abuso sexual. 

 

El artículo 170 del Código Orgánico Integral Penal establece que: 

  
La persona que en contra de la voluntad de otra ejecute sobre ella o la obligue a ejecutar 

sobre si misma u otra persona, un acto de naturaleza sexual, sin que exista penetración o 

acceso carnal, será sancionada con pena privativa de la libertad de 3 a cinco años80. 

 

Al abuso sexual se lo define como: “la realización de contactos corporales con 

contenido sexual sobre el cuerpo de una persona de uno u otro sexo sin que haya 

alcanzado el acceso carnal o su tentativa” 81, es así que lo que diferencia al abuso sexual 

de la violación es que en la primera no se consuma el acto con la penetración del miembro 

                                                           
78 Roxin Claus. La Estructura de la Teoría del Delito. (Civitas Editorial, 2009), 791. 
79 Zaffaroni, Tratado de Derecho Penal, (Buenos Aires: Ediar, 2014), 650. 
80 ASAMBLEA NACIONAL, Código Orgánico Integral Penal, Lexis, Quito, p 51. 
81 Tenca A. Delitos Sexuales. (México: Jurídica Editorial, 2006), 85. 
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viril en la víctima mientras que en la segunda este es un requisito indispensable para que 

la conducta encaje en el tipo penal. 

  

2.2.4.2.2. Elementos constitutivos del tipo penal del delito de abuso sexual. 

 

Los elementos constitutivos del tipo penal son objetivos y subjetivos, Francisco 

Carrara establece que: la fuerza física y la fuerza moral son elementos constitutivos82, en 

el delito de abuso sexual tipificado en el art. 170 del Código Orgánico Integral Penal sería: 

el acto de naturaleza sexual, concibiéndose este como una acción pudorosa, indecorosa, 

indecente que se ejecuta en el cuerpo de otra persona mismas que pueden ser caricias, 

roces, toques de carácter corporal, coito interfemoral, cabe destacar que también el 

victimario puede obligar a su víctima a realizar estas acciones, el otro elemento sería la 

ausencia  de penetración o acceso carnal ya que la intención no es llegar a la copula si 

este fuera el caso ya no se estaría hablando de un delito de abuso sexual y la tipificación 

debería cambiar. 

 

2.2.5. La prueba. 

 

Para poder llegar al esclarecimiento de un hecho se necesita contar con medios 

probatorios que resulten ser suficientes como para determinar la culpabilidad de una 

persona o ratificar su estado de inocencia 

 

El Código Orgánico Integral Penal en el Art. 453 establece que “la prueba tiene 

por finalidad llevar a la o el juzgador al convencimiento de los hechos y circunstancias 

materia de la infracción y la responsabilidad de la persona procesada”83. José García 

Falconí define a la prueba como las acciones procesales encaminadas a llevar al 

convencimiento al juez o jueza o tribunal o Sala de la Corte correspondiente, sobre los 

hechos expuestos a lo largo del proceso84 

 

                                                           
82 Carrara, Francisco, Programa de derecho criminal. (Bogotá: Temis Editorial, 1957), 99. 
83 ASAMBLEA NACIONAL, Código Orgánico Integral Penal, Lexis, Quito, p 133. 
84 García, José. Análisis Jurídico Teórico Practico del Código Orgánico Integral Penal. (Riobamba, 

Cevallos Librería Jurídica, 2014), 185.  
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Por otro lado, el tratadista Francisco Carrara señala: “que constituye prueba todo 

lo que aporta para llegar a tener certeza sobre la verdad de los actos producidos. La certeza 

está en nosotros: la verdad en los hechos.”85, este autor hace énfasis en la convicción que 

se trata de alcanzar entre el aporte probatorio y los hechos sujetos a juicio y de que forman 

estos conducen a la comprobación de los sucesos. 

  

Los tratadistas coinciden en que la prueba en su conjunto constituye un 

instrumento con el cual los sujetos procesales llegarán a corroborar su teoría del caso, 

mientras que el juzgador a través de esta podrá convencerse sobre la intervención del 

acusado y la coexistencia del delito o la inexistencia de culpabilidad. 

 

2.2.5.1. Prueba en sentido objetivo. 

  

Hace referencia a aquellos elementos o medios por los cuales puede reconstruirse 

la realidad pretérita, al igual que el historiador reconstruye la gran historia a través de los 

vestigios producidos por el obrar humano86. Constituyen los mecanismos, instrumentos 

de los cuales se parte para poder alcanzar lo más cercano a los hechos ocurridos. 

 

2.2.5.2. Prueba en sentido material.  

 

Esta prueba lo que busca es tratar de constatar o apreciar físicamente no solo por 

medio de percepciones visuales, sino también utilizando los otros sentidos, el estado de 

las cosas que han sido objeto de la infracción como el cadáver de la persona que ha 

perdido la vida o el bosque incendiario […]87, permitiendo al juez conocer de primera 

mano los hechos lo cual sin duda es muy importante ya que va a tener contacto con el 

mismo motivo que desencadenó los hechos sujetos al proceso penal. 

 

2.2.5.3. Prueba Plena.  

 

                                                           
85 Carrara Francisco. Programa de Derecho Criminal. (Bogotá: Temis Editorial, 1957), 140. 
86 Cueva, I. Valoración Jurídica de la Prueba Penal Tomo I. (México: Cueva Carrión Editorial, 2008), 142. 
87 Vaca Ricardo. Manual de Derecho Procesal Penal, (Quito: Corporación de Estudios y Publicaciones, 

Editorial, 2009), 948. 
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Su principal objetivo es dar al juez un pleno convencimiento sobre los hechos, se 

caracteriza por ser completa y aportar de forma clara y precisa para poder probar los 

hechos acontecidos. 

 

2.2.5.4. Prueba Directa. 

 

Eduardo Jauchen en su libro Tratado de la prueba en materia Penal al respecto 

establece que: “La prueba directa es aquella que permite al juez inferir la existencia de un 

hecho de manera inmediata y que no necesita mayor raciocinio”88. Como su nombre lo 

indica a través de esta el juzgador tiene la posibilidad de conocer de primera mano el 

hecho, estas obviamente deben cumplir con todas las legalidades determinadas, dan la 

facilidad para que el administrador de justicia conozca de forma inmediata los hechos 

sujetos a proceso y lo que se intenta probar a través de esta prueba. 

 

2.2.5.5. Prueba Indirecta. 

 

También llamada indiciaria, al contrario de la prueba directa en esta el juzgador 

conoce por terceros de los hechos ya sea a través de informes u otro tipo por lo cual se la 

considera mediata. García Falconí y Pérez Cruz Martín al respecto manifiestan que: es 

una técnica de prueba que, en principio, es de aplicación general a cualquier tipo de delito, 

aunque resulta especialmente útil para la acreditación de determinadas clases de 

infracciones tales como delitos de blanqueo de capitales, delitos contra la salud pública, 

delitos contra la libertad sexual; a través de la cual el juzgador puede inferir sobre un 

hecho no conocido89. 

 

Este tipo de prueba establece también sus propias reglas, como ejemplo de ella se 

puede mencionar el peritaje. 

  

En el caso que se pretenda construir una presunción no es suficiente una prueba 

aislada se debe contar con una serie de pruebas de este tipo las cuales deben ser sólidas y 

precisas, deben conducir a probar los hechos, además de que estas se logren demostrar a 

                                                           
88 Jauchen, Eduardo. Tratado de la prueba en materia penal. Buenos Aires: Rubinzal-Culzoni Editores, 

2002, 197. 
89 García, Ramiro y Pérez Cruz – Martín A. El proceso Penal principios y garantías, 204 
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través de una prueba directa, finalmente el juzgador en la sentencia debe ser muy concreto 

y expresar de forma precisa en la motivación como llegó a dirimir basándose en estas 

pruebas. 

 

2.2.5.6. Prueba ilícita.  

 

Es aquella que no tiene eficacia probatoria en juicio debido a que la misma ha sido 

obtenida con vulneración de derechos constitucionales.  

 

“La doctrina tradicional ha manifestado con respecto a este tipo de pruebas que, 

es toda aquella que en el momentos de su obtención vulneran derechos 

fundamentales que se encuentran consagrados en la ley lo cual conlleva a la 

exclusión de dicho medio probatorio ya que si llega a ser incorporada podría 

conllevar a la nulidad del proceso”. 90 

 

Este tratadista menciona que la prueba desde el mismo momento que nace, es 

decir, cuando se practica la diligencia ordenada por Fiscalía debe cumplir con todas las 

formalidades establecidas por la normativa legal para que esta no se contamina y llegue 

a aportar como se quiere dentro del proceso penal. 

 

La Constitución de la República del 2008, en el artículo 76 numeral 4 expresa: 

“Las pruebas obtenidas o actuadas con violación de la Constitución o la Ley no tendrán 

validez alguna y carecerán de eficacia probatoria”.91 

 

El artículo 454.6 del Código Orgánico Integral Penal donde dispone: “Toda 

prueba o elemento de convicción obtenidos con violación a los derechos establecidos en 

la Constitución, en los instrumentos internacionales de derechos humanos o en la Ley, 

carecerán de eficacia probatoria, por lo que deberán excluirse de la actuación procesal”92. 

 

2.2.5.7. Prueba ilegal. 

 

Sobre la prueba ilegal Orlando Rodríguez Choconta: manifiesta que se constituye 

cuando para su obtención se han violado reglas, procedimientos, que se encuentran 

                                                           
90 Zavala, J. Tratado de Derecho Procesal Penal, (Guayaquil: Edino Editorial, 2004), 175. 
91 ASAMBLEA NACIONAL, Constitución de la República del Ecuador, Lexis, Quito, p 28. 
92 ASAMBLEA NACIONAL, Código Orgánico Integral Penal, Lexis, Quito, p 133. 



 

36 
 

previamente establecido dentro de la Normativa Legal correspondiente para su 

aplicación.”93.  

 

El ecuatoriano Bolívar Vergara que en su libro Sistema Procesal Penal tiene un criterio 

muy parecido al de Rodríguez afirma que: La prueba ilegal es la que ha sido practicada 

dentro de un proceso en violación a las disposiciones legales que regulan la introducción, 

evacuación, evaluación, las mismas que son de carácter procesal94.  
 

La prueba se convierte en ilegal cuando en el proceso de su obtención no se efectúa 

la diligencia con estricto apego a lo que establecen los preceptos legales y amparándose 

en lo que estipulo la Constitución de la República del Ecuador art 76 numeral 4 debe ser 

retirada ya que en caso de llegar a practicarse violenta una garantía constitucional. 

 

2.2.5.8. Pruebas válidas.  

 

Se considera prueba válida a la que se ha obtenido sin violación de ningún 

principio o garantía establecida en los instrumentos legales y que además cumplan con lo 

que corresponde a haber sido: pedidas, ordenadas, practicadas e incorporadas. Además 

de que para su obtención no se haya utilizado medidas violentas como la tortura, maltrato, 

coerción, trampas u otro tipo de medios que sean ilegales. 

 

 La prueba puede dejar de ser valedera en diferentes momentos: a) A la hora de 

formarla y recogerla, b) Al presentarla e incorporarla, c) En la valoración por decisión 

judicial.95 

 

  

                                                           
93 Rodríguez, Orlando, El testimonio penal y sus errores, su práctica en el juicio oral y público. (Bogota: 

Temis Editorial, 2005), 200. 
94 Vergara, Bolívar. Sistema Procesal Penal. (Guayaquil: Murillos Editorial, 2015), 245. 
95 Najera S. “La prueba en materia penal”, accedido 10 de diciembre de 2020,  

http://repositorio.uasb.edu.ec/bitstream/10644/977/1/T717-MDP-N%c3%a1jera-

La%20prueba%20en%20materia%20penal.pdf.  
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2.2.5.9. Prueba anticipada. 

 

Es un mecanismo procesal que tiene la finalidad de conservar elementos que 

puedan desaparecer con el tiempo y que sirvan para reconstruir los hechos, dejando un 

mayor campo de apreciación a los jueces sobre el hecho que trata el proceso. 

 

2.2.5.10. Prueba preconstituida. 

  

Es prueba preconstituida todos los hechos anteriores al proceso, es decir, la prueba 

que se adjunta al proceso para poner en conocimiento del administrador de justicia. 

 

Este concepto nace de la doctrina así Emilio Gómez Orbaneja la define como aquella que: 

“pre existe, que surge antes que se inicie el proceso, se la integra para que aporte al juicio 

y de ser el caso se llegue a constituir en un elemento que aporte al convencimiento del 

juez”96.  

 

Generalmente esta prueba se realiza debido a que se quiere acreditar aún más una 

teoría ya establecida y logra generar un nexo entre esta y el resto de pruebas, es importante 

que cumplan con los requisitos legales. 

 

 Esta prueba es parecida a la prueba anticipada, ya que las dos se ejecutan de forma 

adelantada, pero se diferencian en que la prueba preconstituida no se puede reproducir en 

juicio. 

 

La prueba preconstituida al no poder reproducirse en juicio debe revestirse de toda 

la legalidad, cumplir con todas las garantías necesarias que se dan en el momento de la 

práctica de la prueba ya que es aquí en donde se le da la valoración probatoria 

correspondiente si es que cumple con los requisitos necesarios, por tal motivo se exige 

que la diligencia que involucre el origen de dicha prueba se practique con estricto apego 

a lo que los preceptos legales exigen solo así podrá llegar a ser una prueba válida además 

de que debe estar incorporada al juicio y quien la haya ordenado la deberá anunciar como 

un medio que fortalece su teoría del caso; es el administrador de justicia quien deberá 

establecer la eficacia probatoria de dicha prueba.  

                                                           
96 Gómez, Emilio. La Prueba Preconstituida. (Madrid: Viuda de Navarro Editorial, 1946), 147. 
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Dentro de la prueba preconstituida se puede encontrar a la persona humana como 

medio de investigación, las inspecciones y registros personales, las intervenciones 

corporales strictu sensu, las pruebas del alcohotest o narcotest, reconocimiento del lugar 

de los hechos, actuaciones en caso de muerte como la identificación y levantamiento del 

cadáver, informe de autopsia, la identificación personal, el reconocimiento de objetos, y 

la reconstrucción de hechos.97 

 

2.2.5.11. Prueba testimonial anticipada de la víctima. 

 

Resulta necesario definir una prueba testimonial el Código Orgánico Integral 

Penal en el Art. 501 que manifiesta que El testimonio es un medio por el cual se llega a 

saber las declaraciones de la persona procesada, la víctima y otras personas que han 

presenciado el incidente o tienen conocimiento del delito. Rodiguez explica que, “en 

épocas pasadas, el testimonio era el medio de prueba al que mayoritariamente se acudía, 

para solventar conflictos internos de las masas sociales”98. El testimonio es el elemento 

básico de la reconstrucción de los sucesos que no hay constancia documental, porque a 

través de quienes presenciaron las circunstancias de los hechos el juez llega a tener 

conocimiento de estos. 

 

La prueba testimonial resulta ser trascendental ya que el testigo frente al 

respectivo Tribunal expresa de manera verbal los hechos que pudo presenciar y que están 

siendo sujetos a valoración dentro del proceso penal. Pero cabe indicar que esta prueba 

no puede llegar a ser tan pura debido a que el testigo puede estar sujeto a intereses 

particulares lo cual puede hacer que falsee la verdad. 

 

Ya sabiendo que es el testimonio ahondaremos en el testimonio anticipado que 

por su naturaleza se lo considera de carácter excepcional ya que se lo realiza fuera de la 

etapa procesal correspondiente las personas que pueden acceder a esta modalidad de 

prueba son: personas gravemente enfermas, de las físicamente imposibilitadas, de quienes 

van a salir del país, de las víctimas y testigos protegidos, informantes, agentes encubiertos 

                                                           
97 Pérez A. La prueba y la presunción de inocencia en el Código Orgánico Integral Penal, (Quito: Latitud 

Cero Editorial, 2016), 88. 
98 Rodríguez, Orlando, El testimonio penal y sus errores, su práctica en el juicio oral y público. (Bogota: 

Temis Editorial, 2005), 285. 
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y de quienes demuestren que no pueden comparecer a audiencia de juicio[…]99. El valor 

probatorio le da el hecho de que se lo realice en presencia del Juez. 

 

Este tipo de testimonio tiene su origen en la incesante búsqueda de protección de 

la víctima para no someterla nuevamente a los hechos que le han ocasionado daño a su 

integridad o emocional y de esta forma tratar de protegerla dentro del proceso penal, 

además de que este tipo de prueba le permitirá expresarse sin estar sometida a coacciones 

y de una forma más libre. El Principio de Oportunidad en su inciso tercero establece que, 

en los casos excepcionales previstos en este Código, podrá ser prueba el testimonio 

producido de forma anticipada100 los casos particulares para la aplicación fueron descritos 

en líneas anteriores además de estar estipulados en el art 510 integrándolo con lo que 

establece el 454 y 502 del COIP. 

 

 Las víctimas de delitos contra la integridad sexual son quienes principalmente se 

benefician de este tipo de pruebas por lo cual se ha visto necesario proporcionar reglas, 

ordenamientos para la realización de este tipo de diligencias los cuales está por demás 

decir que deben ser respetados ya que es esto lo que en su momento le otorgará el valor 

probatorio suficiente.  

 

El testimonio anticipado dentro de la Cámara de Gesell ha llegado a considerarse 

atentatorio a los derechos del procesado, ya que esta diligencia se la practica con 

anterioridad y no goza de la presencia del presunto infractor poniéndolo en un estado de 

indefensión, si bien es cierto a través de esta diligencia se busca brindar mayor protección 

a la víctima también es necesario hacer lo mismo en beneficio del procesado ya que de 

no serlo se estará actuando de manera desproporcionada. 

 

Concluyendo con el tema se puede decir que dada la importancia de esta diligencia 

no debe ser contaminada en su esencia, en su razón de ser ya que esto puede hacer que 

pierde la importancia y sea sujeto de ineficacia probatoria dejando de aportar de forma 

significativa al proceso penal. Lo cual sucedió dentro del caso de estudio ya que dentro 

de la toma del testimonio anticipado de la víctima al Fiscal se le ocurre efectuar la 

identificación personal del presunto infractor haciendo que la diligencia se desvíe del 

                                                           
99 ASAMBLEA NACIONAL, Código Orgánico Integral Penal, Lexis, Quito, p 150. 
100 Ibid, p 133. 
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principal motivo por el que se solicitó realizarla, desnaturalizándola por completo, sin 

mencionar que los instrumentos con los que se contaba para efectuar dicha identificación 

no fueron los adecuados, lo cual hace que esta prueba (que por su carácter se la considera 

preconstituida ya que de acuerdo a la doctrina la identificación personal forma parte de la 

hipótesis de prueba preconstituida y además reúne la característica de que en juicio no se 

la puede reproducir), pierda su valor probatoria debido a que uno de los requisitos 

necesarios para revestirla de eso es la legalidad de la misma lo cual no se puede certificar 

dadas las circunstancias bajo las cuales se efectuó la diligencia en mención, razón por la 

cual no se la considera prueba válida. 

 

2.2.6. Nexo Causal. 

 

 La relación entre la materialidad y responsabilidad que vincula al presente agresor 

dentro de la comisión de una infracción, sea este delito o contravención, en el ámbito 

penal constituye el péndulo para poder establecer la conexidad para la existencia de la 

vulneración a un bien jurídico protegido.  

 

 Santillán al expresar su pensamiento sobre el nexo causal, afirma que “constituye 

la vinculación entre la infracción y sus responsables, en virtud al existir varios implicados, 

permite individualizarlos entre autores y cómplices”101; mismos que en virtud de los 

indicios que posteriormente pasarán a llamarse elementos de convicción y luego prueba 

determinarán la responsabilidad de los agresores; criterio que tiene relación con las 

palabras vertidas por Blum al mencionar que el nexo causal es “aquella relación entre 

conducta y resultado siendo ambas requisito sine qua non para establecer la materialidad 

y la imputación objetiva”102. 

 

 Al respecto el Código Orgánico Integral Penal en el artículo 455 estipula: 

 

La prueba y los elementos de prueba deberán tener un nexo causal entre la infracción y la 

persona procesada, el fundamento tendrá que basarse en hechos reales introducidos o que 

puedan ser introducidos a través de un medio de prueba y nunca, en presunciones103. 

 

                                                           
101 Santillán, A., Más Allá de la Duda Razonable (Estudio aplicado al Código Orgánico Integral Penal), 

(Quito: Jurídica del Ecuador Editorial, 2014), 88. 
102 Blum, J., Ensayos Penales – Sala Penal, (Quito: Jurídica del Ecuador Editorial, 2013), 48. 
103 ASAMBLEA NACIONAL, Código Orgánico Integral Penal, Lexis, Quito, p 134. 
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Se observa por consiguiente que el legislador acogió el pensamiento doctrinario 

para establecer como nexo causal la intrínseca relación entre materialidad y 

responsabilidad, incluyendo además que la existencia del mismo debe ser en base a 

pruebas irrefutables y no haciendo uso de la subjetividad de quien investiga.  

 

2.2.7. Principios de la prueba. 

 

El art. 454 del Código Orgánico Integral Penal establece los Principios de la 

prueba. - “El anuncio y práctica de la prueba se regirá por los siguientes principios:”104. 

 

2.2.7.1. Principio de Oportunidad. 

 

El Art. 454 numeral 1 establece que “la prueba debe ser anunciada en la etapa de 

evaluatoria y preparatoria de juicio y practicada en la audiencia de juicio”105, razón por 

la cual es de vital importancia que los intervinientes en el proceso penal deben ir 

verificando el tiempo de validez de cada una de las etapas de tal forma que sus actuaciones 

se puedan producir en el momento oportuno y esto no perjudique a la víctima o al 

procesado. 

 

Este principio tiene por objetivo que oportunamente las partes procesales puedan 

intervenir en reclamación de un derecho que se está vulnerando o para evidenciar la 

finalización de una obligación.  

 

2.2.7.2. Principio de Inmediación. 

 

El juez revestido del poder que su cargo le otorga es la persona encargada de 

recubrir de legalidad a las actuaciones que se producen en las diferentes etapas procesales, 

su ausencia en el desarrollo de estas haría que carezcan de validez. La presencia de los 

sujetos procesales conjuntamente con el juzgador en la práctica de la prueba que se 

produce en la audiencia de juicio garantizará que las pruebas tengan su cargo y descargo 

oportunamente. 

                                                           
104 ASAMBLEA NACIONAL, Código Orgánico Integral Penal, Lexis, Quito, p 133. 
105 Ibid, p 133. 
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Para la eficacia de la prueba, para el cumplimiento de sus formalidades, para la 

lealtad e igualdad en el debate y su contradicción efectiva, “es indefectible que el juez sea 

quien de forma urgente la dirija, solventando primero sobre su admisibilidad e 

interviniendo luego en su recepción”106. 

   

Es imperecedero que este principio se cumpla en todas las etapas del proceso ya 

que esto enviste de legalidad al caso de tal forma que no existan dudas en las resoluciones 

que surjan de la Audiencia pertinente.  

 

2.2.7.3. Principio de Contradicción.  

 

Los procesos penales se rigen por el sistema procesal acusatorio oral y adversarial, 

lo cual tiene como finalidad que, en el litigio penal intervengan por una parte el dueño de 

la acción penal que es Fiscalía y por otro lado el acusado representado por su defensor 

técnico. 

La Constitución del Ecuador, manifiesta en su artículo 76, numeral 7, letra h), que 

en todo proceso las partes tendrán derecho a “Presentar de forma verbal o escrita las 

razones o argumentos de los que se crea asistida y replicar los argumentos de las otras 

partes; presentar pruebas y contradecir las que se presenten en su contra”107. 

 

Así mismo el COIP manifiesta en artículo 454, numeral 3 que “Las partes tienen 

derecho a conocer oportunamente y controvertir las pruebas, tanto las que son producidas 

en la audiencia de juicio como las testimoniales que se practiquen en forma anticipada”108. 

 

El principio de contradicción, basa su esencia en la oportunidad de probar, este 

hecho, ocurre cuando se objeta la tesis de la otra parte procesal en el momento adecuado, 

la contradicción se realiza dentro de la etapa de juicio con excepción de la posibilidad de 

que se admita un recurso extraordinario de revisión dentro del cual se llegue a practicar 

nueva prueba, es entonces que se la llegará a refutar en la audiencia de fundamentación 

del recurso de revisión. Este principio no puede ser desplazado y tutela en todas las etapas 

                                                           
106 Echandía, Davis, Compendio de la Prueba Judicial, (Madrid: Rubinzal-Culzoni Editorial, sf), 98. 
107 ASAMBLEA NACIONAL, Constitución de la República del Ecuador, Lexis, Quito, p 28. 
108 ASAMBLEA NACIONAL, Código Orgánico Integral Penal, Lexis, Quito, p 133. 
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procesales, solo se limita su aplicación cuando existen acuerdos probatorios que pueden 

beneficiar a las partes procesales, de no ser este el caso la violación de este principio hace 

recaer en ineficacia probatoria, ya que los representantes de las partes procesales no han 

podido defenderlos oportunamente lo cual arroja como resultado la violación de una 

garantía establecida en la Constitución de la República del Ecuador y tratados 

internacionales de los que el país forme parte. 

 

2.2.7.4. Principio de Libertad probatoria. 

 

 La libertad probatoria es el principio rector de la prueba en el proceso penal, lo 

cual significa que todo se puede probar por cualquier medio, siempre que no sea ilícito109. 

  

 La aplicación de este principio cuenta con dos restricciones que son las de no 

poder llegar a practicar pruebas que no aporten explícitamente al proceso y que guarden 

relación expresa con el delito por el que se está juzgando al acusado y la otra es que en la 

obtención de dichas pruebas se hayan ceñido a lo que establece la normativa. 

 

La Constitución de la República del Ecuador en el Art. 76 numeral 7 literal h 

establece que todos los individuos tienen derecho a presentar de forma verbal o escrita 

las razones o argumentos de los que se crea asistida y replicar los argumentos de las otras 

partes, presentar pruebas y contradecir las que se presenten en su contra110, con esto se 

garantiza desde la Carta Magna este principio y su vulneración resultará en falta de 

eficacia probatoria 

  

2.2.7.5. Principio de Pertinencia. 

 

A través de este principio se quiere llegar a contar con una prueba que aporte 

directamente a la comisión del injusto penal, se contrapone al principio de libertad 

probatoria ya que a diferencia de este lo que se busca es establecer un límite a lo que solo 

resulta pertinente al proceso, buscando con esto que se lleve el proceso penal de una forma 

más ágil y que conduzca a una mayor certeza al juzgador. 

                                                           
109 Iñiguez, P. El camino para la obtención de la prueba válida. Revista Ensayos Penales Sala Pena de la 

Corte Nacional de Justicia, 2014, 77-78. 
110 ASAMBLEA NACIONAL, Constitución de la República del Ecuador, Lexis, Quito, p 28. 
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El COIP en el art. 454 numeral 5, manifiesta respecto del principio de pertinencia 

que, […] 5. “Pertinencia Las pruebas deberán referirse, directa o indirectamente a los 

hechos o circunstancias relativos a la comisión de la infracción y sus consecuencias, así 

como a la responsabilidad penal de la persona procesada”111.   

 

2.2.7.8. Principio de Exclusión de la prueba. 

 

Cuando una prueba ya se encuentra contaminada ya sea por vicios legal o 

vulneración de derechos fundamentales, no puede continuar formando parte del proceso 

penal, razón por la cual debe ser retirada de conformidad a lo que establece el Código 

Orgánico Integral Penal en el art. 454 numeral 6. 

 

Exclusión. -: “Toda prueba o elemento de convicción obtenidos con violación a 

los derechos establecidos en la Constitución, en los instrumentos internacionales de 

derechos humanos o en la ley carecerán de eficacia probatoria, por lo que deberán 

excluirse de la actuación procesal […]”112. 

 

2.2.7.9. Principio de Igualdad de oportunidades. 

 

El Código Orgánico Integral Penal Art 454 numeral 7, manifiesta que el principio 

de igualdad de oportunidades para la prueba busca la “efectiva igualdad material y formal 

de los intervinientes en el desarrollo de la actuación procesal”113. 

 

A este principio se lo estudia desde la igualdad material que quiere decir que 

Fiscalía, la defensa de la víctima y del procesado deben tener libertad para acceder a la 

prueba, tanto cuando se la anuncia y también cuando se la práctica. 

En cambio, la igualdad formal tiene que ver con las restricciones consagradas en 

los preceptos legales, los operadores de justicia estos últimos debido a las coacciones 

externas lo cual los obliga a actuar en beneficio de otros. 

 

                                                           
111 ASAMBLEA NACIONAL, Código Orgánico Integral Penal, Lexis, Quito, p 133. 
112 ASAMBLEA NACIONAL, Código Orgánico Integral Penal, Lexis, Quito, p 133. 
113 Ibid, p 134. 
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2.2.8. Actividad probatoria. 

 

“Constituyen todas las actuaciones que tienen como fin ser incluidas en el proceso, 

que se desarrolla en cuatro fases denominadas proposición, admisión, rendición y 

valoración”114. 

 

En la normativa correspondiente a Ecuador la actividad probatoria corresponde a 

las actuaciones que se efectúan en la etapa de juicio. 

 

Jorge Clarie Olmedo la define desde la misma forma y dice que es el estudio desde 

la faceta científica valorando todo lo que se ha logrado reunir en conjunto y su utilidad 

dentro del proceso”.115 

 

También constituyen actividad probatoria los testimonios urgentes que recibe el 

juez penal con anticipos jurisdiccionales de prueba, las pericias excluyendo a las 

diligencias practicadas por el fiscal en el periodo de Instrucción no tienen calidad de 

actividad probatoria. 

  

2.2.9. Necesidad de la prueba. 

 

Todos los medios de prueba que influyeron en la decisión del juez al emitir la 

sentencia debieron haber sido probados, sea cual fuere la parte procesal que los haya 

practicado. 

 

Según Hernando Devis Echandía significa que: 

 

Los hechos que están sujetos a juicio deben comprobarse con las pruebas incorporadas, 

únicamente estas constituyen aporte para que el administrador de justicia falle sobre el 

proceso, siempre y cuando estas pruebas sean legalmente obtenidas y hayan sido 

contradichas oportunamente.116. 
 

                                                           
114 Pellegrini A. Pruebas Ilícitas en Derecho Penal. (Buenas Aires: Abeledo Perrot Editorial, 1997), 121. 
115 Olmedo Jorge Tratado del Derecho Proceso Penal. (Buenos Aires: Editar Editorial, sf), 142. 
116 Echandía Devis Teoría General de la Prueba, (Vol. TOMO I Y II. Bogotá: Temis, 2002). 89 
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Este autor en su libro Teoría General de la Prueba, manifiesta claramente que la 

prueba debe estar revestida de todas las formalidades, sin que el administrador de justicia 

tenga ningún conocimiento sobre ella y que cuando se la someta a práctica todos tengan 

la oportunidad de contradecirla. 

 

2.2.10. Objeto de prueba. 

 

Todo objeto de prueba debe reunir dos condiciones: pertinencia, es decir, que 

guarden relación con los hechos que se quiere demostrar y utilidad, es decir, que sea 

idónea para llegar a demostrar el hecho y por consiguiente convencer al juez. 

 

El tratadista Yavar comparte que: Objeto de prueba está constituido por el material 

fáctico, con el que se llegará a probar la existencia o no del ilícito penal. Guardando 

estrecha relación con el principio de libertar probatoria.117. 

 

2.2.11. Efectos de la prueba. 

 

Al cumplir la prueba con todos los preceptos legales constitucionales, 

internacionales, que no sea sujeto de vulneración de derechos de las partes procesales 

principalmente del acusado el efecto consiguiente es que se recubre de legalidad y se 

considera lícita y pertinente lo que dirige hacia una sentencia justa en observancia al 

debido proceso y las respectivas garantías.  

 

  

                                                           
117 Yavar, F. Procedimiento Penal Ecuatoriano, (Quito: CEP Editorial, 2011), 25. 
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2.2.12. Elementos de prueba.  

 

El autor Martinez Oyarte establece que el: “elemento de prueba constituye la 

huella, o señal, contenido en un medio de prueba ya realizado, que conduce, directa o 

indirectamente, a un conocimiento cierto y probable del objeto del procedimiento”118, es 

decir, todo lo que se considere relevante y que se considere como un aporte relevante a la 

solución del caso es considerado un elemento de prueba luego siempre y cuando se 

recubra de todas las formalidades establecidas por la normativa legal. 

   

2.2.13. Medios de prueba.  

 

Se constituyen en medios de prueba todos los elementos de convicción que se 

elevaron a prueba, se anunciaron como prueba en la audiencia evaluatoria y preparatoria 

de juicio y se practicaron en la audiencia de juicio. 

 

El Código Orgánico Integral Penal en el art. 498 estable que: “Los medios de prueba son: 

1.- El documento. 2.- El testimonio. 3.- La pericia”.119 

 

El documento es el soporte con el que se prueba o acredita una cosa como ejemplo 

se puede citar documentos digitales, contratos120, está por demás decir que para que este 

elemento llegue a tener eficacia procesal debe ser practicado en la audiencia de juicio no 

es suficiente que conste únicamente de forma física en el proceso. 

 

  El testimonio es la declaración por medio de la cual se llega a saber sobre los 

hechos suscitados este lo rinde el procesado, la víctima o un tercero que haya presenciado 

los hechos o tenga algún tipo de información que aporte al proceso. 

 

 La prueba pericial. El peritaje es la actividad realizada por persona especialmente 

calificadas distintas e independientes de las partes y del juez del proceso, por sus 

conocimientos técnicos, artísticos o científicos mediante el cual se suministra al juez 

                                                           
118 Martínez, Oyarte. Curso de Derecho Constitucional. (Quito: Andrade y Asociados Editorial, 2007), 85. 
119 ASAMBLEA NACIONAL, Código Orgánico Integral Penal, Lexis, Quito, p 149. 
120 Cornejo José Medios de prueba, (17 de octubre de 2017) https://www.derechoecuador.com/coip-medios 

deprueba#:~:text=La%20prueba%20tiene%20por%20finalidad,responsabilidad%20de%20la%20persona

%20procesada.%3F&text=Los%20medios%20de%20prueba%20son,un%20t%C3%ADtulo%2C%20o%2

0un%20contrato. 

https://www.derechoecuador.com/coip-medios
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argumentos o razones para la formación de su convencimiento respecto de ciertos hechos 

cuya percepción o entendimiento escapa a las del común de las gentes121. Si bien es cierto 

que el informe pericial no puede llegar a ser vinculante para el juez, para no considerarlo 

debe analizar el aporte que este da al caso, si concuerda o no con el resto de pruebas 

practicadas, luego de efectuar este análisis si el juez considera que no aporta al proceso 

lo apartará ya que carece de eficacia probatoria, en el caso de hacer esto último el juez 

deberá fundamentar de forma amplia el porqué de su decisión lo cual no es necesario en 

el caso de tomar una decisión basándose en esta pericia. La valoración que el 

administrador de justicia ejecuta debe estar siempre de acuerdo a lo que los preceptos 

legales y las reglas de la sana crítica establecen. 

 

Respecto a los medios de prueba se dice que: a través de estos el juez llega a 

conocer el sustento de la teoría del caso que sostienen Fiscalía, la defensa de la víctima y 

del procesado y dichos medios pueden ser: el testimonio, la documental, la pericial, la 

inspección judicial122. De acuerdo a esto son medios de prueba las investigaciones que 

realiza el defensor técnico y que con estos resultados se va a corroborar la Teoría del 

Caso. 

 

A pesar de la normativa establecer los medios de prueba en el caso de ser necesario 

se puede acudir a otros métodos que siguen surgiendo que no están enunciado en la 

misma, ya que al tener el principio de libertad probatoria invocándolo se puede llegar a 

consentirlos en el caso que sean necesarios para que el juzgador llegue a la certeza sobre 

un determinado hecho. Al respecto el tratadista Echandía dice: la libertad para admitir 

cualquier medio de prueba o sistema de la prueba libre, es un complemento ideal del 

sistema de la libre apreciación […] 123 

 

Concluyendo que los medios de prueba son: actuaciones procesales acordes a la 

normativa legal que llegan a convertirse en elementos de convicción y posteriormente en 

prueba a través de los cuales se quiere corroborar un hecho.124, transformando a los 

                                                           
121 Martorelli Juan Pablo. La Prueba Pericial Consideraciones sobre la prueba pericial y su valoración en 

la decisión judicial, de 2017. https://www.corteidh.or.cr/tablas/r37709.pdf 
122 Jauchen Eduardo Tratado de la prueba en materia penal, Buenos Aires: Rubinzal-Culzoni Editores, 

2002. 26. 
123 Echandía Devis. Teoría General de la Prueba Judicial, (Vol. TOMO I Y II. Bogotá: Temis, 2002). 147. 
124 Guzmán Nicolás. La verdad en el proceso penal. (Buenos Aires: Editores del Puerto, 2006), 105. 
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medios de prueba en las herramientas a través de las que se llegarán a comprobar las 

afirmaciones de las partes procesales y que a pesar de estar enumerados específicamente 

dentro de la norma esto no quiere decir que de ser necesarios se pueda emplear otros 

diferentes a ellos, pudiendo hacer eso basándose en la libertad probatoria. 

 

2.2.14. Práctica de la prueba. 

 

El Código Orgánico Integral Penal en el artículo 615 establece “las reglas para la 

práctica de la prueba misma que se realiza dentro de la Audiencia de Juicio, en el orden 

establecido se da el alegato de apertura, luego se ordena la práctica de la prueba sean estas 

testimoniales, documentales o periciales125”. 

 

Los defensores en esta etapa deberán comprobar que todas sus afirmaciones se 

encuentran debidamente sustentadas con las pruebas correspondientes.  

 

2.2.15. Valoración de la prueba.  

 

Dentro del proceso penal resulta eminentemente importante como el juzgador 

evalúa toda la prueba practicada y determina si estas influyen para declarar la culpabilidad 

o ratificar el estado de inocencia del acusado. Es aquí justamente donde se analiza si todo 

lo que se desarrolló durante la actividad probatoria es suficiente para llegar a una 

sentencia sea esta condenatoria o de sobreseimiento. 

 

La Primera Sala de la Corte Nacional en resolución No 83-99 del 11 de febrero de 1999 

publicada en RO 59 (Fallo de triple reiteración) se pronunció: la valoración de la prueba 

es una operación mental en virtud de la cual el juzgador determina la fuerza de 

convicción, en conjunto de los elementos de prueba aportador por las partes, para inferir 

si son ciertas o no las afirmaciones hechas por las partes […]126. 

 

El autor Devis Echandía manifiesta que: “es el momento en el que se evalúa el aporte y 

nivel de contundencia de la prueba dentro del proceso legal. Este examen le corresponde 

exclusivamente al juez. En este momento se define si todos los recursos empleados en 

cada etapa procesal han sido suficientes para llegar a obtener el resultado deseado; ya que 

son estas las herramientas que llevan al juez al convencimiento de los hechos sujetos a 

juicio”127. 

                                                           
125 ASAMBLEA NACIONAL, Código Orgánico Integral Penal, Lexis, Quito, p 186. 
126 Ecuador, Primera Sala de la Corte Nacional de Justicia Resolución 83-99 
127 Echandía Devis La Teoría de la Prueba, (Vol. TOMO I Y II. Bogotá: Temis, 2002). 148. 
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Para que las pruebas puedan llegar a este momento procesal debieron haber sido 

admitidas dentro de la causa, y para que esto haya sucedido se supone que estas deben ser 

lícitas y legales. Por lo cual el juez debe ceñirse a los criterios de valoración determinados 

en el art 457 del Código Orgánico Integral Penal siempre verificando la legalidad, 

sometimiento a cadena de custodia, autenticidad estos aspectos deben ser tomados en 

cuenta en conjunto y luego de este análisis deben llegar a dirimir 

   

2.2.16. La presunción de inocencia. 

 

La presunción de inocencia es un principio fundamental del Derecho Procesal 

Penal que comunica la actividad jurisdiccional como pauta evidenciable y como unidad 

primordial del derecho a un juicio justo. El art. 76.2 de La Constitución de la República 

del Ecuador establece como derecho al debido proceso la presunción de inocencia y al 

tenor de la ley estipula: 

 

“En todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones de cualquier orden, se 

asegurará el derecho al debido proceso que incluirá las siguientes garantías básicas […] 

2. Se presumirá la inocencia de toda persona, y será tratada como tal, mientras no se 

declare su responsabilidad mediante resolución firme o sentencia ejecutoriada”128.  

 

El Código Orgánico Integral Penal en el art. 5 numeral 4. establece “Inocencia. -  

toda persona mantiene su estatus jurídico de inocencia y debe ser tratada como tal, 

mientras no se ejecutoríe una sentencia que determine lo contrario”  129 

 

El tratadista Trechsel al respecto establece: “al referirse a presunción se busca que el 

individuo sea tratado como una persona a la que aún no se la ha probado ningún delito”, 

es decir, como inocente manejando esto último como “libertad de culpa”. 

 

Este principio especialmente favorece a la persona que está siendo procesada por 

alguna causa, debido a que se le debe respetar su estatus de inocentes hasta que los 

administradores de justicia decidan lo contrario. 

 

  

                                                           
128 ASAMBLEA NACIONAL, Constitución de la República del Ecuador, Lexis, Quito, p 28. 
129 ASAMBLEA NACIONAL, Código Orgánico Integral Penal, Lexis, Quito, p 8. 
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2.2.17. Principio In dubio pro reo. 

 

El principio in dubio pro reo se configura como la columna vertebral del derecho 

penal en la actualidad y como una garantía inherente a todo Estado democrático y de 

derecho, muchas veces se fundamenta en que es preferible absolver a un culpable que 

condenar a un inocente. Este principio es un mandato dirigido al juez o tribunal a fin de 

que no dicte sentencia condenatoria si no tiene una plena convicción de la culpabilidad 

del acusado. Así pues, si tras la práctica de la prueba el juzgador alberga alguna duda 

sobre la culpabilidad del acusado, dicho principio le obligará a dictar una sentencia 

absolutoria. 

El principio in dubio pro reo no podrá ser invocado por ninguna de las partes, es 

el juzgador el indicado para invocarlo al proceso como fundamento de alguna decisión´ 

que haya tomado. 

El tratadista Dr. Fernando Yavar Núñez, señala:  

Se trata de una justificación procesal que genera beneficio directo sobre el procesado, 

cuando el administrador de justicia luego de desarrollada la actividad probatoria no ha 

logrado elementos suficientes para convencerse sobre la culpabilidad del acusado, pero 

tampoco lo suficiente para que este sea inocente razón por la cual lo invoca y emite una 

sentencia absolutoria130. 

 

2.2.18. Recurso de apelación. 

 

 El recurso de apelación es un medio de impugnación que las partes o sujetos 

procesales, dependiendo del ámbito de aplicación tienen en virtud del debido proceso para 

en caso de no estar de acuerdo con la sentencia de primera instancia, recurrir al siguiente 

nivel de administración de justicia para que éste resuelva o ratifique la actuación del juez 

de primer nivel.  

 

 La doctrina establece que éste recurso tiene el carácter de ser vertical porque 

permite escalar de nivel; al respecto Iván Garzón sostiene que “es un medio por el cual 

                                                           
130 Yavar, Fernando. Procedimiento Penal Ecuatoriano. (Quito: CEP, 2011), 145.  
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los sujetos procesales pueden acceder al órgano jerárquicamente superior solicitando que 

revoque el fallo del inferior considerando que existe agravio de quien recurre”131. 

 

 Interponer ante la autoridad competente este recurso, según lo estipulado en el 

Art. 654 numeral 1 del COIP se concede el término de tres días de la notificación del auto 

o sentencia; por consiguiente se observa que el recurrente tendrá el tiempo suficiente para 

de manera motivada exponer sus razones para la admisión del mismo; de igual manera, 

el juzgador dispone del plazo de tres días para admitir o no el recurso, mismos que son 

contados a partir de la interposición o presentación del mismo; en caso de admisión, se 

corre traslado a la Sala quien dispone del plazo de tres días contados desde que se 

encuentra ejecutoriada la providencia que lo conceda. 

 

 Una vez realizada la admisión, analizada por la Sala, es obligación de esta 

convocar a los sujetos procesales a una audiencia dentro del plazo de cinco días 

subsiguientes a la recepción del expediente para que fundamenten el recurso y expongan 

sus pretensiones; se observa en materia penal que la interposición de este recurso vertical 

para la aprobación o no del mismo, los sujetos en base al principio de contradicción 

podrán argumentar y fundamentar la viabilidad del mismo, en tal virtud la sala luego de 

escuchar dichas intervenciones, mediante resolución motivada tiene la obligación de 

reducir a escrito y notificar a las partes su decisión en el plazo de tres días.  

 

 Se observa por consiguiente que cualquier recurso tiene un trámite 

correspondiente donde los sujetos deben regirse a términos y plazos toda vez que sino 

demuestran probidad especialmente de quien recurre, al fenecer el término de su 

presentación la parte recurrente en teoría puede quedar en indefensión; por consiguiente 

es menester contar con una defensa técnica que garantice y defienda los derechos sobre 

todo cuando el principio de inocencia depende de una correcta defensa y aplicación del 

derecho. 

 

  

                                                           
131 Garzón, Iván., “Apelación en Materia Penal”, accedido 26 de febrero de 2021, párr. 7 https://www. 

derechoecuador.com/apelacion-en-materia-penal#:~:text=Conforme%20lo%20sostiene%20la% 

20ley,aquel%20que%20lo%20dict%C3%B3%20en  

https://www/
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2.2.19. Sentencia. 

 

En relación a la sentencia, ésta desde mi punto de vista, más allá de la doctrina, 

jurisprudencia y la ley debe reunir criterios que permitan al juzgador emitir su criterio 

más allá de cualquier duda razonable, en otras palabras, éste tiene debe fundamentar su 

criterio no en la subjetividad como persona, sino en la objetividad que la ley faculta.  

 

Una sentencia debe ser sustentada en base a la motivación, toda vez que bajo rango 

constitucional se establece que toda resolución tiene que estar debidamente motivados so 

pena de causa de nulidad, inclusive con la sanción a quien emitió en este caso su 

pronunciamiento en un caso concreto.  

Fernando de la Rua en su obra Teoría General del Proceso, refiere que la sentencia 

debe cumplir cinco criterios que a continuación se detallan: 

 

 Expresa: toda sentencia relaciona la ley con los hechos con un enfoque 

objetivo más no interpretativo. 

 Completa: El pronunciamiento del juzgador debe evitar la existencia de 

vacíos jurídicos, toda vez que debe analizar los medios de prueba tomando 

en consideración aquellos medios probatorios que podrían ser lícitos o 

legales. 

 Legítima: Su enfoque objetivo y resolución mediante esta figura jurídica 

debe regirse en estricto análisis holístico de la prueba. 

 Clara: Si bien es menester el uso de lenguaje jurídico al momento de 

emitir una sentencia, también es cierto que el mismo no tiene un enfoque 

universal, considerando que la sentencia no va a ser leída por la defensa 

técnica sin importar su origen, sino además ésta debe llegar a la 

comprensión de quien esta pugnando un derecho. 

 Lógica: Tiene relación al análisis que el juez emite, éste no debe ser en un 

orden aleatorio sino que en virtud del Art. 622 del Código Orgánico 

Integral Penal; es decir, su narrativa debe seguir un orden secuencial.132  

                                                           
132 De la Rúa, Fernando, Teoría General del Proceso, (Buenos Aires: Desalma Editorial, 1999), 85. 
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2.2.19. Test de Motivación. 

 

 La Corte Constitucional de la República del Ecuador con respecto a la sentencia, 

establece parámetros por los cuales ésta tendrá el peso que la ley necesita para que tenga 

el carácter de ejecutoriada; de esta manera este órgano de justicia ha establecido el test de 

motivación mismo que debe reunir las siguientes características: 1) debe ser razonable 

tomando en cuenta la evocación de normas y principios con la finalidad de evitar que 

existan contradicciones o antinomias: 2) debe ser lógica, para ello el juzgador deberá tener 

estricta observación de la coherencia de sus ideas expuestas en el dictamen llevando 

consigo un orden sincrónico y real como también el uso de silogismos acorde a la norma, 

doctrina y jurisprudencia; y, 3) comprensible en virtud que la misma debe tener en su 

semántica un acervo tanto jurídico como convencional para llegar a la comprensión de 

todos los sujetos procesales.  

 

 En estrecha concordancia con las opiniones vertidas en líneas anteriores, es 

prudente llamar a colación al Código Orgánico de la Función Judicial en su artículo 130 

numeral cuatro: 

 

No habrá motivación si en la resolución no se enuncian las normas o principios jurídicos 

en que se funda y no se explica la pertinencia de su aplicación a los antecedentes de hecho. 

Las resoluciones o fallos que no se encuentren debidamente motivados serán nulos133. 

 

Para finalizar, este test de motivación invita a los administradores de justicia a ser 

críticos pero analíticos, que sus pronunciamientos no deriven de la subjetividad a la cual 

estamos expuestos todas las personas, sino que sus decisiones para evitar posibles errores 

inexcusables tengan la suficiente credibilidad para que la justicia en nuestro país valide 

la seguridad jurídica que la Carta Magna dispone en relación a la tutela judicial efectiva.  

 

  

                                                           
133 ASAMBLEA NACIONAL, Código Orgánico de la Función Judicial, Registro Oficial Suplemento 544 

de 09-mar.-2009, p 40. 
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2.3. PREGUNTAS DE INVESTIGACIÓN 

 

1. ¿En la Audiencia Evaluatoria y Preparatoria de Juicio se excluyó la prueba ilegal 

obtenida en fase pre procesal y procesal penal? 

2. ¿Se respetó la presunción de inocencia y la duda a favor del reo? 

3. ¿Existe responsabilidad jurídica por el Fiscal al violentar el debido proceso en la 

obtención de los datos de prueba? 

4. ¿Existen derechos violentados a la persona a quien se le ratificó la inocencia? 

5. ¿El Tribunal de Garantías Penales aplicó de manera objetiva los estándares de la 

valoración de la prueba? 
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CAPÍTULO III 
 

3. DESCRIPCIÓN DEL TRABAJO INVESTIGATIVO. 
 

3.1. REDACCIÓN DEL CUERPO DE ESTUDIO DE CASO. 

   

Este estudio de caso se ha desarrollado recurriendo a bibliografía tanto doctrinaria 

como jurídica y jurisprudencial, de origen nacional e internacional la cual se obtuvo de 

textos físicos, consultas en internet, trabajos relacionados con la temática los cuales se 

encontraron en diferentes portales tecnológicos toda esta información obtenida en 

conjunto aportó para fortalecer la tesis sujeta a estudio, ahondar conocimientos en 

definiciones relacionadas al caso y ampliar la perspectiva sobre la investigación. 

 

Para iniciar con él estudio de caso fue imprescindible leer el proceso en todas sus 

etapas iniciando con la denuncia, se efectuó un análisis detallado de la forma en que se 

dieron los hechos, de quienes eran los involucrados en los mismos y si esta cumplía con 

los requerimientos legales establecidos, posteriormente se revisó las actuaciones de 

Fiscalía desde el momento que abrió la investigación previa, las versiones receptadas y 

de qué forma estas iban aportando al proceso, si se encontraban relacionadas o no con la 

denuncia, se realizó una revisión exhaustiva de las diligencias que Fiscalía practicó, los 

informes que surgen de estas, si cumplen con los requerimientos mínimos, la metodología 

aplicada para la elaboración de dichos informes, una de las diligencias sobre la cual se 

ejecutó un estudio profundo fue la toma del testimonio anticipado e identificación del 

presunto infractor ya que esta es la base de este trabajo, se verificó con la normativa legal 

vigente en nuestro país, se comparó con normativa internacional,  para poder llegar a 

concluir sobre este punto, también se examinó en conjunto todos los elementos de 

convicción recabados con los cuales Fiscalía dicta el inició de la Instrucción Fiscal,  

dentro de este caso se puso especial atención en el anuncio de la prueba correspondiente 

a la etapa evaluatoria y preparatoria de juicio y el procedimiento aplicado para finalmente 

llegar a la revisión exhaustiva de la sentencia emitida en primera instancia, su motivación 

y decisión, también se analizó la procedibilidad del recurso de apelación, la deficiente 

actuación del Fiscal encargado, para concluir con el análisis de la decisión tomada en la 

Sala Penal confrontándola con la sentencia emitida por el Tribunal de Garantías Penales  

inferior para comparar con lo que establecen los preceptos legales y detectar las fallas en 
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las que incurrieron en el desarrollo de las diferentes etapas procesales, como fueron la 

vulneración del debido proceso, de la presunción de inocencia, la falta de aplicación del 

principio de exclusión de la prueba en la etapa correspondiente, la violación del principio 

Indubio pro reo, la falta de capacidad en el desempeño de sus funciones del representante 

de Fiscalía  lo cual en su conjunto recayó en una sentencia condenatoria en primera 

instancia. 

 

3.2. METODOLOGÍA. 

 

Los métodos empleados a lo largo de este trabajo fueron: 

 

Método Científico: Se aplicó el método científico ya que es aquel conjunto de 

instrucciones razonadas y ordenadas, los mismos que nos permitieron adquirir 

experiencia precisa y confiable dentro de la investigación, misma experiencia que facilitó 

el desarrollo de la investigación para así llegar a alcanzar los objetivos plasmados en el 

mismo. 

 

Método analítico: Apliqué de igual forma este método de investigación, ya que se centra 

en la desmembración de un todo, como en este caso hicimos una desmembración de todo 

el proceso penal en la respectiva causa para así poder observar las causas, la naturaleza y 

los efectos dentro del mismo. Ya que es muy importante conocer la esencia misma del 

fenómeno y objeto que se estudia para así llegar a comprender su particularidad. 
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CAPÍTULO IV 
 

4. RESULTADOS. 
 

4.1. RESULTADOS DE LA INVESTIGACIÓN. 

 

Todos los individuos que conforman un Estado en algún momento pueden llegar 

a formar parte de un proceso penal siendo víctimas o infractores, en nuestro país a la supra 

norma se la ha envestido de derechos, garantías y principios de tal forma que en el proceso 

por lograr alcanzar la justicia los individuos no sean coartados en sus derechos y la causa 

concluya en un fallo justo para las partes. 

 

A pesar de que la ley otorgue todas las garantías y derechos a través del debido 

proceso, la seguridad jurídica , la tutela judicial efectiva y los principios constitucionales  

para de esta forma poder frenar el poder punitivo del Estado esto no es suficiente, ya que 

la aplicación de la misma recae en los operadores de justicia y son ellos quienes en sus 

actuaciones procesales los ponen a prueba, es así que en el caso sujeto a estudio estos 

derechos y garantías fueron vulnerados, al no poderse comprobar la responsabilidad del 

infractor dentro del proceso, al permitir que pruebas obtenidas con violación de los 

preceptos legales sean judicializadas y valoradas por el administrador de justicia. Con 

esto es claro que los operadores de justicia por desconocimiento, incapacidad u omisión 

recaen en la vulneración de dichos derechos que pueden acarrear nulidad del caso. 

 

Fiscalía al ser titular de la acción penal pública entre otras tiene la obligación de 

intervenir en cada una de la etapas pre procesales y procesales, con todo su contingente, 

entendiéndose que debe contar con los medios suficientes y necesarios para poder 

mantener su acusación y comprobar la teoría del caso, en este proceso se registran 

múltiples omisiones de parte de esta institución. 

 

En la Audiencia de Juicio que se dio en el Tribunal de Garantías Penales, la Agente 

Fiscal en su respectiva intervención practica las pruebas que fueron obtenidas en las 

diversas diligencias por ella solicitadas como fueron: el testimonio anticipado de la 

víctima, el testimonio de los peritos que realizaron el informe psicológico y del entorno 
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social respectivamente; estos últimos coincidieron en que la víctima si sufría de ciertas 

afectaciones producto de los hechos que se habían suscitado.  

 

Para fortalecer su teoría del caso la Fiscal presenta la historia clínica de la 

acompañante de la víctima buscando  con esta demostrar que estuvo en el lugar de los 

hechos, más sin embargo anuncia este medio probatorio sin ni siquiera comprobar que 

contenga toda la información suministrada por la institución correspondiente ya que lleva 

a Audiencia de Juicio la documentación incompleta en la cual faltaba el registro de la 

acompañante de la víctima, cuando su deber en el momento de receptar la documentación 

era la de precautelar que esta se halle integra y de no estarlo requerir de la Institución de 

Salud se agregue la documentación faltante, en el caso de no haberlo proporcionado en 

su totalidad se debió iniciar un proceso contra la Casa de Salud por fraude procesal delito 

tipificado en el artículo 272 del COIP ya que no está proporcionando un elemento 

importante para poder esclarecer los hechos. 

 

Otra omisión de Fiscalía se puede verificar en la práctica de la diligencia de 

testimonio anticipado debido a que a última hora decide en la misma actividad realizar la 

identificación del infractor con lo cual desvirtúa la diligencia debido a que cada una tiene 

su naturaleza, sumando a esto que los medios utilizados para el reconocimiento no eran 

lo suficientemente adecuados, se lo hizo mostrando a la víctima tres fotografías que 

fueron extraídas de los certificados biométricos de unos ciudadanos, entre ellos el 

presunto infractor siendo copias en blanco y negro, oscuras y además que las personas no 

tenían ninguna similitud física a sabiendas de que en la versión que la víctima proporcionó 

en Fiscalía ya dio rasgos físicos del presunto infractor comunicando que tenía bigote, es 

decir el Agente Fiscal al contar con esta información desde mi punto de vista subjetiva, 

es decir, poco conducente, induce a que la víctima lo ubique con mayor facilidad actuando 

de forma parcializada ya que su deber es conseguir elementos suficientes tanto de cargo 

como de descargo. 

 

La defensa del acusado en su alegato refuta la actuación de Fiscalía, pero no le 

dan paso a su pedido de excluir dicha prueba ya que para su obtención se vulneró los 

preceptos legales transformando a esta en prueba ilegal, más el Tribunal manifiesta que 

la aseveración no es correcta. 
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El Tribunal de Garantías Penales antes de emitir su dictamen tiene la obligación 

de comprobar la existencia del delito y la participación del imputado en el mismo, no 

puede existir ningún tipo de duda alrededor de esto y es el momento de la valoración de 

la prueba el adecuado para efectuar un examen crítico y minucioso de los medios de 

prueba. 

 

En este caso se está procesando a una persona por un delito sexual razón donde  

la valoración se torna aún más importante ya que como es de conocimiento de todos, este 

tipo de delitos en la mayoría se producen en la clandestinidad, es decir, sin ningún tipo 

de testigo por lo que los medios de prueba deben ser valorados con un criterio más amplio, 

además la jurisprudencia de nuestro país aprueba esta teoría explicando que “En los 

delitos sexuales el criterio de apreciación de la prueba es mucho más amplio que en otra 

clase de delitos porque se considera que muy difícilmente o nunca, existirá prueba directa, 

testigos presenciales y otra clase de medios de convicción”134. También se debió tomar 

en cuenta esta Jurisprudencia lo cual hubiese vuelto más objetiva la valoración sirviendo 

también de sustento en el caso de motivar su decisión. 

 

El Tribunal de primer nivel menciona que la materialidad se comprueba con los 

informes de las pericias psicológica y del entorno social de la víctima, como se sabe estas 

pericias constituyen prueba indiciaria razón por la que esta no es suficiente para poder 

emitir un dictamen de culpabilidad ya que se las debe evaluar en conjunto con la prueba 

directa que es con la que se puede demostrar irrefutablemente el cometimiento del hecho. 

Surgiendo aquí el principal problema que tienen todo este tipo de delitos ya que 

generalmente se cometen en la clandestinidad, es decir, no existe un testigo directo a 

través del que se puede llegar a comprobar la responsabilidad del acusado, esto último es 

lo que sucedió en este proceso ya que la Agente Fiscal con ninguna de las pruebas 

aportadas llega a evidenciar la participación directa del acusado; tomando estricta 

observación en referencia al Art. 502, numeral uno de la norma punitiva que establece 

una correlación entre el testimonio y medios probatorios; es decir, no se puede hacer uso 

solo del testimonio de una persona para implicar la comisión de la infracción, en este caso 

el delito de abuso sexual a otra.   

 

                                                           
134 Corte Nacional de Justicia. Recurso de Revisión Juicio No 236-11. 11 junio de 2013 foja 358.  
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El tratadista Fernando de la Rúa establece cinco criterios para que la 

fundamentación de una sentencia sea válida dentro de los que se encuentra que esta sea 

completa encontrándose esencialmente dentro de este criterio la valoración de la prueba, 

exteriorizando el doctrinario que esta debe ser completa manifestando el porqué de su 

admisibilidad o exclusión135; evocando este criterio se puede demostrar que los 

juzgadores no motivan de forma clara el porqué de la admisión de la identificación 

personal a pesar de que en su producción se vulneran derechos y garantías 

constitucionales. El Tribunal de Garantías Penales considera suficiente lo que Fiscalía 

aportó y aplicando las reglas de la sana crítica decide declarar culpable al acusado.  

 

Se conoce que al aplicar la sana crítica se emplea la lógica y la experiencia, pero 

los juzgadores al emplear la lógica debieron repasar las pruebas practicadas en la 

audiencia y las formalidades legales de estas, y si en realidad lo hicieron no lo 

contemplaron completamente y procedieron a emitir un dictamen culpable, procediendo 

a imponer una pena de 6 años 8 meses más una multa de 12 salarios básicos al acusado. 

 

En segunda instancia el Tribunal competente revoca la decisión tomada debido a 

que no encuentran la suficiente cantidad de pruebas que permitan destruir el estado de 

inocencia del recurrente. 

 

La Agente Fiscal se presenta sin haber previamente planificado su actuación ya 

que no cuenta con el testimonio de Francis Sandoval a través del cual se hubiera podido 

corroborar las características físicas del presunto infractor debido a que señalan que fue 

ella quien estuvo con la víctima el día en que se dieron los hechos, tampoco se pudo contar 

con el testimonio del perjudicado ni de su madre, manifestando la Fiscal que estos 

individuos se negaron a presentar en el momento que fueron requeridos, las únicas 

pruebas que practica son el testimonio anticipado diligencia que se desnaturaliza desde el 

momento en que incluyen en ella la identificación del infractor. 

 

Fiscalía ejecuta de la siguiente forma esta diligencia procede a poner al alcance de la 

víctima tres fotocopias simples de fotografías en blanco y negro […] con la peculiaridad 

que Y.R.G había señalado que el agresor usaba bigote dos de los que constan en las fotos 

                                                           
135 De la Rúa, Fernando, Teoría General del Proceso, (Buenos Aires: Desalma Editorial, 1999), 85.  
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no usaban bigote uno si y por tanto inmediatamente es reconocido como agresor a lo que 

se suma que en el proceso se agregó una cuarta fotografía […] 136 con esto se puede 

comprobar que Fiscalía indujo a  la víctima al resultado, además de vulnerar preceptos 

legales.  

 

 Otra prueba que presenta la Agente Fiscal es el informe pericial del entorno social 

y el informe psicológico, en los cuales se concluye que el perjudicado si presenta cambios 

que tienen origen en los hechos suscitados, otra prueba documental que aporta Fiscalía es 

la Historia Clínica de Francis Sandoval pero esta se encuentra incompleta faltando 

justamente el registro que ubica a dicha ciudadana en el lugar de los hechos aquel día; 

con todas estas consideraciones se puede establecer la falta de probidad del representante 

de este organismo en el esclarecimiento de los hechos, no existe objetividad por parte de 

este ente al momento de la aplicación de los preceptos legales tanto en la práctica de 

diligencias como en la comparecencia a Audiencias Públicas, no se percibió el 

profesionalismo de su representante para poder alcanzar la justicia en un sentido 

imparcial, debido a que su función es encontrar elementos de convicción y luego de 

obtenerlos evaluarlos de una forma ecuánime, al contrario lo que queda demostrado en el 

desarrollo de este proceso penal es que las actuaciones fiscales siempre estuvieron 

direccionadas a formular cargos y posteriormente declarar la culpabilidad del ciudadano 

Melendres Pañora Milton. 

 

La Sala Especializada de lo Penal de la ciudad de Riobamba lo que hizo fue aplicar 

los criterios de valoración establecidos en el Código Orgánico Integral Penal Art. 457 que 

establece que la valoración de la prueba se hará teniendo en cuenta su legalidad, 

autenticidad, sometimiento a cadena de custodia y grado actual de aceptación científica y 

técnica de los principios en que se fundamenten los informes periciales […]137.  

 

Al valorar cada una de las pruebas los jueces encontraron que ninguna de estas 

generaba un nexo causal entre la materialidad y responsabilidad del procesado, incluso 

concluyen que la Fiscal al no contar con los testimonios de la madre de la víctima y de 

Francis Sandoval pierde prueba sumamente importante que los podía conducir a 

demostrar la responsabilidad del infractor, pero no cuentan con ella, con respecto a la 

                                                           
136 Tribunal de Garantías Penales de Riobamba. Caso: 06282-2019-00482  
137 ASAMBLEA NACIONAL, Código Orgánico Integral Penal, Lexis, Quito, p 134. 
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identificación del agresor, con respecto al reconocimiento del infractor esta prueba que 

pudo haberse constituido en principal debido a la falta de aplicación de formalidades 

legales se contamina convirtiéndose en prueba ilegal razón por la cual no pudo ser 

valorada conjuntamente con el resto de pruebas aportadas, con respecto a la ubicación de 

la víctima y su acompañante en el lugar de los hechos la Historia Clínica pudiera haber 

ayudado a ubicarlos pero al no constar en esta el registro de la atención de Francis 

Sandoval la documentación no aportó con nada. Por lo cual establecen que los testimonios 

de la víctima y de los peritos no son suficientes para fijar la responsabilidad del 

ciudadano, ya que al analizar todas las pruebas en conjunto luego de las observaciones 

que se realizó a las que no aportan con nada resulta insuficiente esto para poder 

responsabilizar de la acción al infractor ya que esto lo único que crea en loa juzgadores 

es una duda razonable. Lo que los condujo a la revocatoria de la Sentencia del Tribunal 

de primer nivel y ratificar el estado de inocencia del procesado. 

 

Se puede entender que los jueces aplicaron el test de motivación que se basa en 

tres criterios: lógico, razonable y comprensible. Sin duda con el criterio lógico 

establecieron que eran competentes para admitir la causa y que esta correspondía a su 

jurisdicción, en cuanto al elemento razonable se puede verificar como ellos van 

estableciendo si la Teoría del Caso aportada por Fiscalía dentro de la cual se busca 

inculpar al ciudadano Melendres Pañora Milton se adapta a lo que la normativa punitiva 

establece en armonía con los principios existentes en esta materia, es aquí donde ya se 

empieza a evidenciar inconsistencias ya que se identifica serias vulneraciones al debido 

proceso, al principio de inocencia, en lo que respecta a la prueba al principio de exclusión 

de la prueba, incluso no se logra comprobar la existencia de nexo causal entre la 

infracción y la persona procesada. 

 

Finalmente, el criterio de valoración comprensible es importante ya que el 

lenguaje que se utilizó para poder comunicar la decisión tomada es claro, sencillo y no 

deja lugar a dudas 

 

Con todo los sucedido en este proceso se puede entender que al momento de emitir 

un dictamen lo operación mental que ejecutan los administradores de justicia cuando 

valoran la prueba debe ser muy exhaustiva, se debe abordar toda la normativa, doctrina y 

jurisprudencia que puede llegar a respaldas una decisión condenatoria así como una 
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ratificadora de inocencia y a partir de esto emitir su criterio lastimosamente la instancia 

inferior realiza una valoración poco profesional que los hace caer en un error siendo la 

segunda instancia quien a cabalidad analiza la prueba aportada y determina la inocencia 

del acusado. Es importante recalcar que no siempre lo que resulta justo para una parte lo 

es para la otra. 

 

Al ciudadano Melendres Pañora Milton se le vulnera el derecho al debido proceso 

contemplado en el art 76 de la norma suprema en el momento que se efectúa la 

identificación de la persona ya que esta no es congruente con el principio de legalidad, 

para ejecutar este procedimiento la normativa prevé una serie de reglas además de un 

Protocolo específico para la ejecución de la Identificación de personas en la Cámara de 

Gesell que dista mucho de lo que sucedió violentando la garantía contenida en el numeral 

4 del derecho al debido proceso penal que se contempla en la Constitución de la República 

del Ecuador. 

 

Con respecto al principio de inocencia este no se destruyó ya que el infractor 

acudió a la siguiente instancia mediante la presentación del recurso de apelación y se 

ratificó su estado de inocencia, aclarando que este únicamente se destruye con sentencia 

condenatoria ejecutoriada que generalmente se produce en el recurso de casación, cabe 

esta aclaración ya que a lo largo del proceso lo que sistemáticamente sucedió fue la 

“vulneración” del principio de inocencia, lo cual no resulta ser igual que destruirlo.  
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4.2. IMPACTO DE LOS RESULTADOS. 

  

 Los derechos y garantías de las personas se encuentran plasmados a lo largo de 

todos los preceptos legales más es su aplicación la que se pone en tela de duda en el país 

lo cual transgrede la seguridad jurídica del Estado, por lo que a la autora le lleva a entender 

que no es suficiente la existencia de la Norma que esta se complementa con su debida 

aplicación siendo esto último lo que en el país no está sucediendo y acarrea 

responsabilidad jurídica al Estado, razón por la cual las entidades pertinentes deben hacer 

un análisis profundo de las causas que llevan a esta situación y aplicar los correctivos 

necesarios. 

 

 Los sujetos procesales deben aportar con toda lo necesario para llegar a esclarecer 

los hechos dentro de un proceso, y en el momento oportuno deben a través de su defensa 

técnica controvertir lo que ellos consideren atentatorio a sus derechos, acudir a todos las 

instancias pertinentes para lograr alcanzar la justicia, solo de esta forma se podrá 

garantizar que el proceso se encuentra revestido de toda la legalidad suficiente siendo esto 

lo que eleva los estándares de confiabilidad de los ciudadanos en la justicia del país. 

 

La única alternativa a los errores recurrentes de los operadores de justicia es la 

capacitación, razón por la cual desde la institución pertinente se debe evaluar 

continuamente a los mismos para a partir de esto brindarles formación que les ayude a 

superar este tipo de situaciones y en el caso de que a pesar de ello recaigan en descuidos 

analizar otros posibles escenarios que les hace recaer en estas faltas, y tomar los 

correctivos respectivos.  

 

Esta continua formación permitirá contar con profesionales probos capaces de 

tomar decisiones acertadas, les facultará contar con los suficientes instrumentos 

deductivos, para llegar a sostener su evidencia y en otros casos llegar a dirimir. 
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CONCLUSIONES. 

 

 Los Fiscales, deben obtener elementos de convicción suficientes que les permita 

emitir una acusación fiscal sustentada con fuentes de prueba legales y que no 

conlleven a la violación del derecho a la seguridad jurídica y tutela judicial 

efectiva de la persona a quien se le atribuye el cometimiento de un delito. 

 Respecto de la prueba ilegal se puede concluir en el presente estudio de caso, que 

el Fiscal no actuó objetivamente al momento de practicar la diligencia de 

identificación, violentando una garantía del derecho al debido proceso que la 

Constitución de la República del Ecuador relacionada con la prueba, contempla 

en el Art. 76 numeral 4, y además  esta actuación se encuadraría a lo preceptuado 

en el Código Orgánico de la Función Judicial, Art. 125,  que prevé “sin perjuicio 

de la responsabilidad civil y penal a que haya lugar […] y demás servidoras y 

servidores de la Función Judicial que en la substanciación y resolución de las 

causas hayan violado los derechos y garantías constitucionales en la forma 

prevista en los artículos 75, 76 y 77 de la Constitución de la República serán 

sometidos a procedimiento administrativo siempre que de oficio […] el tribunal 

que haya conocido la causa  vía recurso así lo declare […]”138. 

 El conocimiento de los administradores de justicia en torno a los criterios de 

valoración de la prueba no es muy amplio, lo cual les hace caer en errores 

judiciales. Dentro del caso se debió sujetar a análisis profundo la procedencia de 

la prueba ya que en materia penal el principio de legalidad cobra mayor relevancia 

porque su objetivo es prohibir las interpretaciones de la normativa para lo cual 

incluso se llega a establecer el Principio Indubio Pro Reo previendo que en este 

tipo de casos los juzgadores deberán aplicar la duda razonable y llegar así a 

ratificar el estado de inocencia del procesado, por lo cual se puede concluir que a 

pesar de que la normativa legal dota al juez de todos los instrumentos para impartir 

justicia es finalmente él quien decide utilizarlos o no, sea por ignorancia o por 

existir intereses de terceros  de por medio. 

 

 

  

                                                           
138 ASAMBLEA NACIONAL, Código Orgánico de la Función Judicial, Lexis, Quito, p 38. 
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RECOMENDACIÓN. 

 

Los Fiscales deben ser aleccionados en cuanto a su conocimiento objetivo, ya que 

estos fungen como investigadores dentro del proceso penal y estas actuaciones las deben 

ejecutar con apego a la imparcialidad para que cuando lleguen a obtener los elementos de 

convicción suficientes estos sean lo más transparentes posibles y en base a ellos si decide 

acusar al infractor esta acusación goce de el suficiente fundamento legal. Debido a que 

su tarea es muy delicada no puede dar espacio a actuaciones negligentes de parte de los 

Agentes Fiscales.  
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